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EDITORIAL 
 
Recuperándonos del asombro que la semana pasado nos produjo la 

forma en que nuestros legisladores cumplen con el mandato popular, os 

remitimos un nuevo ejemplar de nuestra revista con la esperanza de que 

os sea de utilidad.  

 

De lo recientemente, forzosamente hemos de resaltar la jubilación de 

nuestro compañero Fernando Salinas, ejemplo de bondad y modestia en 

lo personal y de rigor y tenacidad en lo profesional, tanto cuando ha 

actuado como Juez y Magistrado, como cuando ha sido Vicepresidente 

de nuestro Consejo. Le deseamos un futuro feliz, pese a que ya le 

advertimos que seguimos contando con él, tanto para aconsejarnos, 

como para formarnos. A los recientes reconocimientos de sus méritos se 

añade gustosa esta Comisión que al efecto ha organizado una fiesta para 

las personas que la componen el próximo mes de septiembre en 

Barcelona.  

 

Y una de sus últimas ponencias ha sido actualidad el mes que termina. Es 

la relativa a la sentencia asumiendo la competencia del orden de lo Social 

para conocer de las pretensiones en materia de prevención de los riesgos 

de la salud de los jueces y magistrados contra la actuación de la Comisión 

Permanente del Consejo. Una copia de esta sentencia y de otras, no sólo 

del Tribunal Supremo, obra en este ejemplar que os remitimos.  

 

En cuanto a artículos, os ofrecemos dos. Uno, en el que se hace un nuevo 

estudio del espinoso tema de las empresas de grupo o del grupo de 

empresas con efectos laborales, para concluir en algo que muchos 

pensamos: que no se puede estudiar fenómenos patológicos actuales 

partiendo de técnicas e ideas correspondientes a otro tiempo. El otro, 

relativo a un tema de mayor actualidad y a colación de una muy reciente 

sentencia de la Audiencia Nacional, en la que se cuestiona la validez del 

descuento empresarial de los salarios correspondientes al tiempo en que 

el trabajador se retrasa en el cumplimiento de su jornada laboral.  

 

Como la mayoría disfrutamos de las vacaciones el próximo mes, nos 

despedimos deseándoos que disfrutéis de las mismas.   
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ARTÍCULOS 

 

Diez razones por las que el empresario no puede 

descontar de la nómina del trabajador las 

cantidades que considere oportuno por razón de 

faltas de puntualidad 
 

Carlos Hugo preciado Doménech 

Magistrado Especialista Sala Social del TSJ Catalunya. 

 

INTRODUCCIÓN  

  

Es objeto de este comentario determinar la licitud de la práctica empresarial consistente 

en descontar directamente en nómina /a las cantidades resultantes de la falta de 

puntualidad o retrasos de las personas trabajadoras. La SAN nº 82/2019, dictada el  

20/06/2019 desestima la demanda de conflicto colectivo en que se pedía que se 

declarase contraria a derecho la práctica empresarial consistente en descontar 

directamente de las nóminas mensuales de los trabajadores/as los retrasos en el fichaje 

de entrada, y, en consecuencia, el derecho de los trabajadores a que les sean abonadas 

las diferencias retributivas que en su perjuicio se les pudiera haber ocasionado por tal 

práctica.   

  

La cuestión adquiere especial interés, desde el momento en que el apartado 9 del art.34 

ET, introducido por el RD.Ley 8/2019, de 8 de marzo establece que la empresa 

garantizará el registro diario de jornada, que deberá incluir el horario concreto de inicio 

y finalización de la jornada de trabajo de cada persona trabajadora, sin perjuicio de la 

flexibilidad horaria que se establece en este artículo. Este registro, y la creciente 

automatización del mismo, -de aceptarse la tesis que mantiene la AN- podrían llevar a 

descuentos masivos por retrasos ínfimos, incluso de minutos, lo que a buen seguro 

confiere al tema objeto de comentario un innegable interés práctico.  

  

La cuestión que nos planteamos, por tanto, es clara: ¿Es ajustado a derecho el 

descuento en nómina efectuado unilateralmente por el empresario/a de las cantidades 

correspondientes a las faltas de puntualidad de las personas trabajadoras? 

 

1.-El descuento de salario en nómina por falta de puntualidad o retrasos en la SAN 

nº82/2019 de 20 de junio. 
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La SAN nº 82/2019, de 20 de junio resuelve una demanda de conflicto colectivo 

plantada por varios sindicatos frente a la empresa Atento Teleservicios España SA, en la 

que se pide que se declare como contraria a derecho la práctica empresarial consistente 

en descontar directamente de las nóminas mensuales de los trabajadores los retrasos en 

el fichaje de entrada, así como , el derecho de los trabajadores a que les sean abonadas 

las diferencias retributivas que en su perjuicio les haya podido ocasionar esta práctica.  

 

Por parte de la empresa, se considera que el sistema de control horario verifica la 

entrada del trabajador al centro de trabajo, no su conexión existiendo un tiempo de 

cortesía, entre 1,5 y 3 minutos, hasta que se ocupa el puesto.; que a la hora del 

descuento, se descuenta el tiempo no trabajado y se computa de forma diaria, no 

mensual; señaló que el 9-8-16 se alcanzó un acuerdo en el SIMA sobre sistema de 

compensación de exceso de jornada siendo que en la última llamada lo solicita el 

trabajador, lo autoriza el coordinador, se compensa en descanso en tres días del mes 

siguiente., existiendo además un protocolo de justificación de ausencias retribuidas, no 

retribuidas y ausencias injustificadas; admitió que solo cuando los retrasos son 

reiterados, se utiliza el procedimiento sancionador y puso de relieve que los contratos 

mercantiles de la empresa y clientes se dimensionan con arreglo a horas, incluso media 

horas; matizó que las sanciones impuestas por la IT no son firmes.  

 

Consideró que no nos encontramos ante un supuesto de multa de haber pues la multa 

de haber implica detracción de salario por trabajo efectivamente realizado, y aquí lo que 

sucede es que no se retribuyen aquellos periodos de tiempo no trabajados; que, por 

otro lado, en el Convenio colectivo se distinguen tres tipos de ausencias justificadas y 

retribuidas, justificadas y no retribuidas y no justificadas; y que en todo caso la 

bilateralidad propia del contrato exonera al empleador de retribuir por trabajo no 

realizado.  

   

La sentencia, tras analizar el marco convencional aplicable, que no autoriza 

expresamente los descuentos de haber por retrasos, considera que no se trata de una 

multa de haber porque "Para que exista multa de haber es necesario que haya un 

efectivo devengo del salario, hemos de concluir que la práctica empresarial que se 

impugna en modo alguno supone la imposición de una multa de haber, pues cuando 

no existe una efectiva prestación de servicios por parte del trabajador, no se devenga 

salario alguno más allá de los supuestos previstos legal o convencionalmente (permisos 

retribuidos o vacaciones ( arts 37 y 38 E.T ) , o falta de ocupación efectiva imputable al 

empleador ( art. 30 E.T ). Y ello es así por las siguientes razones: 

 

1.- Porque el carácter bilateral y sinalagmático del contrato de trabajo que se infiere 

con claridad de los arts. 1.1 y 8.1 del E.T y que analizó detalladamente la SAN de 4-5-

2015 (autos 50/2.015), implica que la causa del contrato de trabajo son las 

obligaciones recíprocas que contraen trabajador y empleado de trabajar y retribuir, de 

forma que con arreglo al  art. 1.124 Cc el trabajador no puede reclamar salario alguno 
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por periodos de tiempo por ínfimos que estos sean en los que no exista efectiva 

prestación de servicios.  

 

2.- En consonancia con lo anterior, el art. 26.1 E.T señala que "Se considerará salario la 

totalidad de las percepciones económicas de los trabajadores, en dinero o en especie, 

por la prestación profesional de los servicios laborales por cuenta ajena, ya retribuyan 

el trabajo efectivo, cualquiera que sea la forma de remuneración, o los periodos de 

descanso computables como de trabajo", previendo la posibilidad de que el salario se 

fije convencionalmente por unidad de tiempo en su apartado 3. Ello ha de implicar que 

por los periodos en que no exista trabajo efectivo, salvo las excepciones antes 

referidas no exista obligación de retribuir.  

 

3.- Finalmente, y también en armonía con todo lo razonado, el art. 30. E.T obliga al 

empresario al abonar salarios los salarios devengados en los supuestos en que el 

trabajador no pueda prestar servicios por causa imputable al empleador, lo que a 

contrario sensu, como ha puesto de manifiesto el letrado de la empresa implica que si 

se encuentra dispensado de retribuir aquellos periodos en los que la falta de 

prestación de servicios sea imputable al trabajador.  

  

En suma, la AN considera que no hay multa de haber, porque no hubo prestación 

efectiva de servicios; y que el empresario, ante el incumplimiento parcial de la 

obligación está legitimado a descontar de la nómina mensual la parte correspondiente a 

las faltas de puntualidad registradas durante cada mes.   

  

2.-El marco jurídico de los descuentos de salario. 

 

La sentencia en cuestión se mueve en un marco civilista, propio del derecho de 

contratos del que, con cita del art.1124 CC y 26.1 y 30 ET, concluye que el empresario 

puede descontar de nómina las cantidades correspondientes a las faltas de puntualidad 

detectadas, con una periodicidad mensual. A pesar de que la sentencia cita varios 

preceptos del Convenio Colectivo aplicable, ninguno de ellos contempla dicha facultad 

empresarial.   

  

Sin embargo, el marco jurídico de la controversia es mucho  más rico   y va mucho más 

allá del CC y el ET. De ello  daremos cuenta en las próximas líneas.  

  

2.1) El salario en la Constitución Española:  

 

El art.35 CE dispone que todos los españoles/as tienen el deber de trabajar y el derecho 

al trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su 

familia, sin que en ningún caso pueda producirse discriminación por razón de sexo. 

Además, se remite a la ley en la regulación de un estatuto de las personas trabajadoras.  
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La CE consagra, pues, el derecho a la suficiencia del salario y lo vincula a la finalidad de 

satisfacer las necesidades de la persona trabajadora y su familia. (STC 31/1984, de 7 de 

marzo, F.9).  

  

El Derecho del Trabajo tiene una función tuitiva, dentro del ámbito de lo social como 

característica esencial del Estado de Derecho (art. 1 CE), cuya finalidad en este sector no 

es otra que compensar la desigualdad de las situaciones reales de empresario y 

trabajador a la hora de establecer las condiciones o el contenido de esa relación mutua 

o sinalagmática, máxime si ello acontece a título individual y no colectivo [SSTC 

123/1992 ( RTC 1992\123), 98/1993 ( RTC 1993\98) y 177/1993 (RTC 1993\177)]; STC 

20/1994, de 27 de enero (RTC 1994/20)  

  

La finalidad constitucional del salario  y el consiguiente deber suficiencia del mismo  son 

las que justifican las garantías legales del mismo, como la de salario mínimo (art.27 ET), 

la inembargabilidad (art.27.2 ET y arts.607.1y 2 LEC), o garantía por el Fondo de Garantía 

Salarial (art.33 ET) y, en lo que aquí interesa, la prohibición de la sanción de multa de 

haber (art.58.3 ET).     

  

Por otro lado, conforme dispone el art.10.2 CE, el art.35 CE, en tanto que norma que 

reconoce un derecho fundamental (el derecho a una remuneración suficiente para 

satisfacer las necesidades propias y de la familia) debe interpretarse conforme a los 

Tratados y Convenios en que España sea Parte. Así lo ha entendido el TC, en la STC 

145/1991, de 1 de julio (respecto del art.35.1 CE y del art.14 CE)1. Ello nos da pie a 

indagar sobre el salario como derecho humano.         

2.2) El Salario como derecho humano en el Derecho internacional. 

                                                 

1 STC 145/1991, de 1 e julio, F. 4" Es cierto que el art. 28 E.T. se limita a disponer que «el empresario está 

obligado a pagar por la prestación de un trabajo igual el mismo salario ... sin discriminación alguna por 

razón de sexo», de cuya letra podría deducirse una concepción estricta de la prohibición de 

discriminación en materia salarial sólo en los casos de realización por los trabajadores que se comparan 

de las mismas tareas. Debe tenerse en cuenta, sin embargo, que por encima de esta norma legal se 

encuentran tanto el art. 14 C.E. como el art. 35.1 de la misma que no contienen esa restricción de la 

prohibición de discriminación y son preceptos que además, de acuerdo al art. 10.2 C.E. han de ser 

interpretados a la luz de los Tratados y Acuerdos Internacionales sobre las mismas materias ratificados 

por España. La igualdad salarial por razón de sexo en los Tratados Internacionales ha pasado de una 

formulación inicial del principio estricto de igualdad salarial a identidad de trabajo, a una concepción más 

amplia del principio de igualdad salarial que actúa cuando se detecta la existencia de trabajos de igual 

valor [art. 2.1 del Convenio 100 OIT, de 23 de marzo de 1953, Rat. 23 de octubre de 1967 art. 7 a), i, del 

Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, Rat. 30 de abril de 1977 ( RCL 

1977\894 y ApNDL 3631), y art. 4.3 de la Carta Social Europea, Rat. 11 de agosto de 1980 ( RCL 

1980\1436, 1821 y ApNDL 3008)]. En el seno de las Comunidades Europeas, aunque el art. 119 del Tratado 

se refería a «un mismo trabajo», el mismo ha sido interpretado extensivamente por la jurisprudencia 

comunitaria y ampliado a través de la Directiva 75/177, cuyo art. 1 define el principio de igualdad y de 

remuneración como implicando «para un mismo trabajo o para un trabajo al que se le atribuya un mismo 

valor, la eliminación, en el conjunto de los elementos y condiciones de retribución, de cualquier 

discriminación por razón de sexo». 



 

 

 
8 

 

El art.23.3 DUDH, origen del art.35.1 CE, dispone que toda persona que trabaja tiene 

derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, que le asegure, así como a su 

familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que será completada, en caso 

necesario, por cualesquiera otros medios de protección social.  

 

El art.7a) ii) del PIDESC, ratificado por España (BOE nº 103 de 30 abril 1977) establece 

que los Estados partes en el presente pacto reconocen el derecho de toda personal al 

goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial: 

una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores condiciones 

de existencia dignas para ellos y para sus familias, conforme a las disposiciones del 

Presente Pacto. 

 

 Esta finalidad constitucional e internacionalmente reconocida del salario, consistente en 

garantizar una existencia digna a las personas trabajadoras y a sus familias, supone que 

el crédito salarial se halle especialmente protegido en instrumentos específicos.  

  

Así, podemos hablar de las garantías del Salario en el seno de la OIT:  

  

En lo que aquí interesa, hay que tener en cuenta el Convenio nº 95 de la OIT sobre la 

protección del salario, 1949  y  la Recomendación sobre la protección del salario nº 85 

de la OIT son fundamentales en materia de descuento de salarios.  

  

Para empezar, en dichas normas (art.1 C95 OIT) el salario no se vincula sólo al trabajo 

efectuado o  servicio prestado (trabajo efectivo del art.26 ET), sino también al trabajo 

debido o a los servicios que se hayan debido prestar2, por lo que se admite que el 

salario se deba, aún no habiéndose realizado el trabajo o prestado los servicios.   

  

En segundo lugar, todo descuento del salario debe venir expresamente autorizado por 

la ley, el convenio colectivo o un laudo arbitral (art.8 C95 OIT)3. Ello excluye, como 

resulta palmario, la voluntad unilateral del empresario como fuente válida de 

descuentos de cuantías salariales. 

 

                                                 

2 Artículo 1A los efectos del presente Convenio, el término salario significa la remuneración o ganancia, 

sea cual fuere su denominación o método de cálculo, siempre que pueda evaluarse en efectivo, fijada por 

acuerdo o por la legislación nacional, y debida por un empleador a un trabajador en virtud de un contrato 

de trabajo, escrito o verbal, por el trabajo que este último haya efectuado o deba efectuar o por servicios 

que haya prestado o deba prestar. 

3 Artículo 8 1. Los descuentos de los salarios solamente se deberán permitir de acuerdo con las 

condiciones y dentro de los límites fijados por la legislación nacional, un contrato colectivo o un laudo 

arbitral. 2. Se deberá indicar a los trabajadores, en la forma que la autoridad competente considere más 

apropiada, las condiciones y los límites que hayan de observarse para poder efectuar dichos descuentos. 
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Así mismo, el embargo del salario también debe estar regulado y limitado por ley, como 

se desprende del art.10  C95 OIT.4 

  

Esta cautela frente a los descuentos se reitera en la Recomendación sobre protección 

del salario nº 85 de la OIT, de la que parte como principio general "Deberían adoptarse 

todas las disposiciones pertinentes a fin de limitar los descuentos de los salarios, en la 

medida que se considere necesaria para garantizar la manutención del trabajador y de 

su familia." En dicha Recomendación se contemplan los descuentos de salarios" a título 

de reembolso por la pérdida de los productos, bienes o instalaciones del empleador, o 

por daño causado en los mismos", que "deberían autorizarse solamente cuando haya 

pérdida o daño y pueda probarse satisfactoriamente que el trabajador interesado es 

responsable". En todo caso, se recomienda que " Antes de tomar una decisión para 

proceder a este descuento, el trabajador interesado debería tener la oportunidad de 

alegar las razones por las que no debiera efectuarse el descuento"  

 

También se regulan los descuentos de salarios por herramientas, y se exige que los 

mismos estén autorizados por legislación, contrato colectivo o laudo arbitral.  

  

Del marco regulador de la OIT resultan las siguientes conclusiones: 

 

 - que los salarios no sólo se deben por trabajo efectivo, sino también por trabajo 

debido o servicios que se hubieran debido prestar.  

 

- que los descuentos en salarios no se permiten como práctica unilateral del empresario, 

sino que deben estar previstos por ley, convenio o laudo arbitral.  

 

- que no se contemplan los descuentos por faltas de puntualidad o retrasos, sino por 

daños o pérdida de productos, bienes o instalaciones y por herramientas o equipos que 

el empleador ponga a disposición del trabajador/a.  

 

 Examinemos ahora las garantías del salario en la Carta Social Europea5  

                                                 

4 Artículo 10 1. El salario no podrá embargarse o cederse sino en la forma y dentro de los límites fijados 

por la legislación nacional. 2. El salario deberá estar protegido contra su embargo o cesión en la 

proporción que se considere necesaria para garantizar el mantenimiento del trabajador y de su familia. 

5 La  Carta Social Europea es el Tratado más importante en la protección de los derechos humanos 

sociales en el ámbito de Europa Occidental. Se adopta en Turín el 18 de octubre de 1961, en el seno del 

Consejo de Europa (creado el 05/05/1949) y entra en vigor el 26 de febrero de 1965 España se incorporó 

al Consejo de Europa el 24/11/1977 y ratificó la versión originaria de la CSE (RCL 1980, 1436 y 1821)  el 

29/04/1980 (Instrumento de Ratificación de 29 de abril de 1980, de la Carta Social Europea (RCL 1980, 

1436 y 1821) , hecha en Turín de 18 de octubre de 1961.Publicado en: «BOE» núm. 153, de 26 de junio de 

1980). La Carta tiene los siguientes Protocolos: - Protocolo Adicional 5/05/1988: ratificado por España 

(Instrumento de ratificación de 24 enero 2000) - Protocolo 21/10/1991: firmado el 21/10/1991; 

(Instrumento de ratificación 24 de enero de 2000) - Protocolo 09/11/1995. No ratificado por España - 

Carta Social Europea  revisada de 03/05/1996: firmada el 23/10/00, pero no ratificada por España. 
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La Carta Social Europea (CSE), en la misma línea que el Convenio 95 de la OIT, dispone 

en su art. 4.5 que "Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a una remuneración 

equitativa, las partes se comprometen a no permitir retenciones sobre los salarios sino 

en la condiciones y con los límites establecidos por las leyes o reglamentos nacionales o 

fijados por convenios colectivos o laudos arbitrales".  

  

Como es obvio, la CSE excluye también los descuentos por iniciativa del empresario, 

que no cuenten con soporte legal, convencional o bien por laudo arbitral. Así, lo ha 

entendido el supremo intérprete de la CSE: el Comité Europeo de Derechos Sociales6,  

en sus Conclusiones de 2005, sobre Noruega, dice "El art.4.5 prevé el derecho de los 

trabajadores a la limitación de los descuentos sobre el salario. Los mismos no pueden 

autorizarse sino en circunstancias muy concretas por una ley, reglamento, convenio 

colectivo o sentencia arbitral. Por ello, los trabajadores no pueden renunciar a su 

derecho a las limitaciones de los descuentos sobre el salario, y la determinación del 

descuento no puede dejarse a disposición de las partes en el contrato de trabajo. “(El 

subrayado es nuestro)  

 

Por otro lado, cuando la CSE se refiere  a descuentos, en su art.4.5 : "Todas las formas de 

descuentos están afectadas, incluidas las cotizaciones sindicales, las multas 

disciplinarias, las pensiones alimenticias, los reembolsos de anticipos de salario, las 

deudas fiscales, las compensaciones a título de prestaciones en especie y las cesiones o 

prendas de salario, etc." (Conclusiones 2014, Estonia). (El subrayado es nuestro)  

  

Del marco regulador de la CSE resultan las siguientes conclusiones: 

 

 - Los trabajadores tienen derecho a la limitación de los descuentos sobre salario. 

 

- Se trata de una norma de derecho necesario, no renunciable, que no puede ser objeto 

de disposición contractual. 

 

 - Los descuentos, incluidas las multas disciplinarias, han de estar contemplados por ley, 

convenio colectivo o laudo arbitral.   

  

2.3) El salario en el Estatuto de los Trabajadores y en el Convenio colectivo aplicable  

  

El art.26 del ET regula el salario, y se considera como tal, la totalidad de las percepciones 

económicas de los trabajadores, en dinero o en especie, por la prestación profesional de 

los servicios laborales por cuenta ajena, ya retribuyan el trabajo efectivo, cualquiera que 

sea la forma de remuneración, o los períodos de descanso computables como trabajo.  

  

                                                 

6 Puede consultarse el Digesto de las resoluciones del Comité actualizado a 2018 en: 

https://www.coe.int/fr/web/european-socialcharter/-/new-version-of-the-digest-of-the-case-law-of-the-

european-committee-of-social-rights 
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El ET no regula de forma expresa los descuentos sobre salarios salvo, en cuatro 

supuestos: 

 

 - en su art.27.2 cuando establece que el SMI en su cuantía es inembargable;   

 

- en su art.26.4 cuando dispone que todas las cargas fiscales y de Seguridad social a 

cargo del trabajador serán satisfechas por el mismo, siendo nulo todo pacto en 

contrario,   

 

- en el art.30 ET, que garantiza el salario incluso sin prestación de trabajo, por retrasos 

imputables al empleador, sin que pueda hacérsele compensar el que perdió con otro 

trabajo realizado en otro tiempo,   

 

- el art.58.3 ET, que prohíbe las multas de haber.   

 

El régimen de los descuentos, por tanto,  se remite a la negociación colectiva. En efecto, 

el art.26.3 ET dispone que mediante la negociación colectiva o, en su defecto, el 

contrato individual, se determina á la estructura del salario, que deberá comprender el 

salario base, como retribución fijada por unidad de tiempo o de obra y, en su caso, 

complementos salariales fijados en función de circunstancias relativas a las condiciones 

personales del trabajador, al trabajo realizado o a la situación y resultados de la 

empresa, que se calcularán conforme a los criterios que a tal efecto se pacten. 

  

Desde el punto de vista disciplinario: el art.54.2 ET dispone que las faltas repetidas e 

injustificadas de puntualidad se consideran incumplimiento contractual.  

  

La Orden de 27 de diciembre de 1994 por la que se aprueba el modelo de recibo 

individual de salarios a que se refiere el art.29.1 ET no contempla los descuentos en 

nómina por razón de falta de puntualidad.  

  

El Convenio Colectivo aplicable al caso, II Convenio de ámbito estatal del Sector de 

Contact Center 2015-2019, firmado el 30 de mayo de 2017 y publicado el 12 de julio de 

2017 en el BOE Nº 165, regula en su Capítulo XI el concepto y estructura de las 

retribuciones económicas (art.42-52), sin que de toda esa regulación se contemple la 

posibilidad de practicar descuentos en nómina por retrasos o faltas de puntualidad.  

  

En su régimen disciplinario, sin embargo, sí se regulan de forma exhaustiva las faltas de 

puntualidad.  Así: 

 

- Artículo 65. Faltas leves. 

 

 Son faltas leves: 
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 1. Más de tres faltas de puntualidad durante treinta días sin que exista causa justificada. 

 

 - Artículo 66. Faltas graves 

 

 Son faltas graves: 

 

 2. Más de cuatro faltas de puntualidad en la asistencia al trabajo en un periodo de 

treinta días. Cuando se tuviera que relevar a un compañero o compañera bastará con 

una sola falta de puntualidad para que esta se considere como grave, siempre que no 

existiere causa justificada. 

 

 -Artículo 67. Faltas muy graves 

 

 Son faltas muy graves:  

 

2. Más de doce faltas no justificadas de puntualidad, cometidas en el periodo de seis 

meses o de treinta en un año, aunque hayan sido sancionadas independientemente.  

  

El cuadro de sanciones se contempla en el Artículo 68. Sanciones. 

 

1. Por faltas leves: 

a) Amonestación verbal.  

b) Amonestación escrita.  

c) Suspensión de empleo y sueldo de hasta dos días.  

2. Por faltas graves: 

a) Suspensión de empleo y sueldo de uno a diez días. 

b) Inhabilitación para el ascenso durante un año.  

3. Por faltas muy graves:  

a) Suspensión de empleo y sueldo de 11 días a 3 meses. 

b) Pérdida temporal o definitiva del nivel profesional laboral. 

c) Despido. 

 

 Las leves prescriben a los 10 días, a los 20 las graves y a los 60 las muy graves.   

  

Como conclusiones del régimen legal y convencional aplicable al caso: 

 

 - no resulta ninguna autorización para efectuar descuentos en nómina a los 

trabajadores/as en casos de faltas de puntualidad o de retrasos en su asistencia al 

trabajo, ni por la ley, ni por el convenio colectivo aplicable;   

 

- las faltas de puntualidad al trabajo son un incumplimiento contractual sancionado en 

el art.54.2a) ET, y que, en función del grado de reiteración, se tipifican como falta leve, 
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grave o muy grave en el Convenio colectivo aplicable, con sanciones que van desde la 

amonestación verbal al despido, sin que puedan sancionarse con multa de haber.   

  

3.-Diez razones por las que el empresario no puede descontar de la nómina del 

trabajador las cantidades que considere oportuno por razón  de las faltas de 

puntualidad.  

  

Llegados a este punto, una vez analizado en su totalidad el marco normativo aplicable al 

caso, debemos concluir que el supuesto que nos ocupa no se podía descontar de 

nómina las cantidades que la empresa considerase pertinentes por faltas de 

puntualidad, por las siguientes razones:  

  

1) No existe una habilitación legal o por vía de convenio colectivo, que autorice al 

empresario la práctica de tales descuentos. Por tanto, admitirlos vulnera el derecho del 

trabajador/a, consagrado en el art.8 C95 OIT y en el art.4.5 CSE, a la limitación de los 

descuentos sobre el salario, de forma que los mismos no pueden autorizarse sino en 

circunstancias muy concretas por una ley, reglamento, convenio colectivo o sentencia 

arbitral. Nada de ello ocurre en el caso de autos, por lo que el descuento acordado de 

forma unilateral por el empresario contraviene normas de derecho necesario no 

renunciables por los trabajadores por la vía del contrato (art.3.5 ET)  

  

2) No procede la aplicación supletoria del CC cuando, como es el caso, el Estatuto de 

los Trabajadores/as tipifica un determinado incumplimiento (falta de puntualidad) y le 

asigna una consecuencia jurídica (la sanción disciplinaria). Menos aún  cuando dicho 

incumplimiento viene detalladamente recogido en el Convenio colectivo, que asigna 

unas consecuencias jurídicas concretas. En caso contrario se está conculcando el art.3.1 

ET.   

  

3) No procede la aplicación del CC en contra de lo que disponen dos Convenios 

internacionales: el C95 OIT (art.8) y el art.4.5 de la CSE. De hacerlo se estaría 

conculcando el principio de jerarquía normativa (art.9.3 CE), así como lo que establece 

el art. 30 y 31 de la Ley 25/2014 de Tratados Internacionales, que obligan al poder 

judicial a respetar las normas previstas en los Tratados y Convenios internacionales, y 

establecen la prevalencia de las normas jurídicas contenidos en los tratados, que se 

aplican prevalentemente sobre cualquier norma del ordenamiento interno en caso de 

conflicto con ellas, salvo las normas de rango constitucional.     

  

4) Aún dando por bueno que se aplique el CC,  no se aplicaría el art.1124 CC, pues no 

estamos ante un caso de resolución de la obligación por incumplimiento total (non 

adimplenti contractus),  sino ante la excepción non rite adimplenti contractus, que la 

propia jurisprudencia civil ha entendido inaplicable cuando no resulte necesaria para 

restablecer el equilibrio de  prestaciones, al poder operar otro remedio distinto que, 

sin generar la crisis en el cumplimiento de lo pactado, lo permita (STS (I) 30 enero 
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1992, RJ 1992/1518; 8 junio 1992, RJ 1992/5168) y STS  (I)17 noviembre 2004, FJ 5º (RJ 

2004/7239)). Y no se aplicaría la excepción de cumplimiento parcial en el caso que nos 

ocupa, porque puede operar otro remedio distinto, como el ejercicio del poder 

disciplinario.  

  

5) La actuación del empresario al descontar en nómina las partes de salario 

correspondientes según su propio criterio- a las faltas de puntualidad supone una 

indemnización por los daños y perjuicios causados.  La mejor doctrina7 es contraria a 

dicha posibilidad. En efecto, no resulta exigible al trabajador que presta sus servicios 

por cuenta ajena en relación laboral ordinaria o especial, con base en el contrato de 

trabajo concertado con su empresario, responsabilidad alguna por los daños y 

perjuicios causados por un incumplimiento defectuoso de sus obligaciones laborales 

durante el período de vigencia de la relación laboral, y ello es así porque  nuestro 

ordenamiento laboral dispone un efecto distinto para los incumplimientos laborales: la 

sanción disciplinaria, tal y como lo contempla el art. 58 del Estatuto de los 

Trabajadores (ET). Ello enlaza con lo anteriormente dicho: para aplicar el CC se exige 

que exista una laguna en el ordenamiento laboral, que en el caso no se da pues el ET y 

el CCol contemplan expresamente la consecuencia jurídica de la falta de puntualidad.  

  

6) No existe ninguna norma aplicable al caso que contemple como consecuencia 

jurídica de la falta de puntualidad del trabajador, la facultad unilateral del empresario, 

al margen de la ley y del convenio, de aplicar el descuento en nómina.   

  

7) Razones históricas: La antigua Ley de Contrato de Trabajo (Decreto de 26 de enero 

de 1944), contenía un conjunto de preceptos que establecían la responsabilidad 

indemnizatoria del trabajador ante el incumplimiento de deberes laborales. (arts. 63, 

71, 72, 81 etc), por ejemplo por perjuicios a locales o materiales, o los derivados del 

incumplimiento por el trabajador de la duración patada en el contrato. Sin embargo, 

dichos supuestos han desaparecido del texto del vigente Estatuto de los trabajadores, 

lo que indica que el legislador no ha querido regular ni los supuestos de 

indemnizaciones del trabajador que regulaba; ni otros distintos, como el de 

indemnización por  retrasos o faltas de puntualidad. Tampoco el Decreto 2380/1973, 

de 17 de agosto sobre ordenación del salario contemplaba descuentos por faltas de 

puntualidad, si bien, presumía que el salario determinado por tipo fijo -año, mes, 

semana o día, correspondían a la jornada normal completa de trabajo y al rendimiento 

mínimo. Pero, insistimos, no contemplaba descuentos por retrasos o rendimientos 

menores.   

  

Sin embargo, lo cierto es que alguna sentencia ha admitido la compatibilidad entre la 

sanción disciplinaria y la acción de indemnización por incumplimiento del empleador 

                                                 

7 DÍAZ DE RÁBAGO VILLAR, M. "Pretensiones indemnizatorias de daños y perjuicios por los empresarios 

frente a sus trabajadores". Revista Doctrinal Aranzadi Social núm. 21/2008, parte Fichas de Jurisprudencia. 

2008. Bib. 2008/3092.v 
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frente al trabajador8, pero incluso en tales casos se ha dicho que "lo que no cabe es 

descontar salarios como fórmula de dicha compatibilidad, sino como fórmula de 

compensación de una responsabilidad civil -en el caso, contractual-." No obstante, 

dichas resoluciones hacen tabla rasa de la normativa internacional, que ni siquiera 

citan.   

  

8) No resulta ajustado a derecho aplicar el art.1101 CC y el art.58 ET (indemnización  y 

responsabilidad disciplinaria) a un mismo hecho, cuando el art.1 ET es claro al decir 

qué norma se aplica a la relación laboral, incluidos los incumplimientos, esto es,  el ET.   

  

9) De aplicarse el CC en las circunstancias que propone la AN, habría de aplicarse 

bilateralmente, lo que permitiría, por ejemplo, a los trabajadores/s   faltar a la 

puntualidad en la asistencia al trabajo cuando el empleador faltara a la puntualidad en 

el abono del salario. En definitiva, la introducción del CC  en una relación de 

desiguales, como la laboral, intensamente normada a varios niveles en lo que a 

incumplimientos del trabajador se refiere, no parece que pueda calificarse como 

ajustada a derecho ni respetuosa con el art.3 ET.  

  

10) El descuento en nómina de las faltas de puntualidad, en suma, es una sanción a un 

incumplimiento no prevista ni por el ET ni por el Convenio Colectivo. El TS en algunas 

ocasiones ha apreciado como multas de haber encubiertas conductas similares como 

el pacto en convenio de la no percepción de la productividad por acogerse a licencias 

o permisos (STS 16 junio 2009. RJ 2009/4284)  

 

 

 

 

 

 

                                                 

8 La STSJ País Vasco 28 mayo 1998, AS 1998/2307 improcedencia: infracción de tráfico: multa impuesta al 

conductor, abonada previamente por la empresa.  

Ley (art. 58.3 Estatuto de los Trabajadores) excluye el descuento de retribuciones como sanción posible, lo 

que no es otra cosa que importar la regla de la cláusula penal (art. 1153 Código Civil) en un contrato 

sinalagmático, convirtiendo la norma dispositiva en imperativa (defendiendo al trabajador cuyas 

posibilidades de «ius resistentiae» frente al incumplimiento empresarial son muy limitadas), pues el 

empresario a través de la multa de haber, exige conjuntamente el trabajo efectivo y la satisfacción de una 

cantidad de dinero, o si se prefiere, sacrifica el derecho salarial mientras que no padece el trabajo efectivo 

que lucra. Ahora bien, la responsabilidad civil del trabajador no está sustituida por el poder disciplinario, 

complemento del de dirección empresarial, en el sentido de que sancionar y pedir el resarcimiento es 

compatible (antiguas SSTCT 25 enero 1981 [RTCT 1981\1283], y 12 septiembre 1986 [ RTCT 1986\7712]), 

pero lo que no cabe es descontar salarios como fórmula de dicha compatibilidad, sino como fórmula de 

compensación de una responsabilidad civil -en el caso, contractual-. 
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ARTÍCULOS 

 

Grupo de empresas y empresario real 
 

Juan Gómez Arbós 

Inspector de Trabajo y Seguridad Social 

 

 

En el ámbito del derecho de trabajo se ha configurado el grupo de empresas como 

parte de la estructura del sistema laboral, partiendo de una realidad empresarial a la 

que ha sido ajeno el legislador. Por ello han tenido que ser los tribunales los que hayan 

estructurado el grupo de empresas, atendiendo a una diversidad de situaciones y a la 

propia evolución de la organización empresarial. Si bien la tradicional relación entre 

dos partes que sustenta el contrato de trabajo provoca que se deba superar está 

limitación inicial. Esta situación supone la extensión del ámbito de responsabilidad a 

otros sujetos que inicialmente, aún relacionados en el ámbito mercantil, no forman 

parte de la relación formal de trabajo. Si bien la técnica de levantamiento del velo ha 

permitido ha permitido que en aquellos casos en que se pueda probar que la 

actuación empresarial es de origen fraudulento se supere esa limitación formal. Su 

propósito ha sido determinar la responsabilidad de manera solidaria entre las 

empresas del grupo. En cualquier caso, la aplicación de la doctrina de levantamiento 

del velo no es automática, requiere de una serie de requisitos. Estos requisitos han sido 

objeto de múltiples pronunciamientos judiciales y numerosas matizaciones, que han 

provocado que, en la práctica, la carga de la prueba que debe asumir un trabajador en 

una reclamación individual se convierte en una quimera, dado que en múltiples 

ocasiones, le resulta imposible conocer la dimensión real de la empresa al carecer del 

acceso a la información completa, ya que con arreglo a la propia normativa mercantil 

la misma no siempre es pública, y además las estructuras de ingeniería societaria 

ocultan al verdadero empresario, y sólo él análisis pormenorizado de las cuentas y 

actividad real de la empresa permite conocer al empresario real. No es objeto del 

presente artículo examinar pormenorizadamente los requisitos exigidos actualmente 

por la jurisprudencia, si bien hay diversas obras doctrinales91 que analizan dichas 

                                                 
1
 GÓMEZ ARBÓS,J. La resistencia para reconocer al grupo de empresas como "verdadero empresario" en 

el ámbito laboral. Nueva Revista Española de Derecho del Trabajo (REDT). Nº 221, 2019. RAMOS 

QUINTANA, MI “La responsabilidad laboral de los grupos de empresas”, ed. Bomarzo, 2015. SEMPERE 

NAVARRO, A. ARETA MARTINEZ, M. El derecho del trabajo y los grupos de empresa. Revista MTAS N.º 

48, 2004. MONEREO PÉREZ, J.L. Y MOLINA NAVARRETE, C., El modelo de regulación jurídico-laboral de 

los grupos de empresas, una propuesta de reforma, Comares, Albolote (Granada), 2002, páginas 45- 95. 

CAMPS RUÍZ L.M.:” Problemática jurídico-laboral del grupo de empresas: Puntos críticos” en la obra 
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causas. Si cabe señalar, que se han endurecido la consideración de las mismas como 

causas que determinen la existencia de  grupo de empresas con efectos laborales, 

desde considerar elementos de caja única, como el cash pooling, como elementos que 

pese a demostrar la existencia de caja única, se considera que no afecta a la separación 

de contabilidades entre empresas del grupo, o a que la prestación de servicios 

ocasional de trabajadores a diversas empresas del grupo, es perfectamente admisible, 

y no es considerado ni grupo de empresas laboral, ni cesión ilegal2. No obstante, el 

objeto del presente trabajo, es la necesidad de centrarse en la determinación del 

empresario real, el verdadero receptor de los beneficios empresariales, sea persona 

física o jurídica, sea su relación vertical u horizontal. 

 

En el grupo de empresas la regla clásica de la dependencia directa del trabajador al 

empresario para quien presta sus servicios ponen en duda la detección de la ajenidad. 

El problema es determinar quien recibe realmente los «frutos» o beneficios del trabajo. 

SALINAS MOLINA 3, señala que «pese a la formal autonomía e independencia de todas 

y cada una de las empresas que forman el grupo, pese a la formal proclamación de la 

falta de personalidad jurídica del grupo de empresas, frente a la tradicional 

consideración de la responsabilidad separada de todas y cada una de las empresas, 

estos esquemas de tratamiento jurídico ocultan verdaderas relaciones de dominio y 

control de la empresa dominante sobre las demás. Son estas relaciones, cuando 

menos, las que obligan a cuestionar la tradicional formulación jurídica de la 

responsabilidad separada cuando de las relaciones de trabajo se trata, “La empresa 

que ejerce las funciones de dominio dentro del grupo puede tomar decisiones que 

afecten directamente a las plantillas de trabajadores de las distintas sociedades e 

incidan, directamente también, sobre las vicisitudes de cada uno de los contratos de 

trabajo. ¿Puede, entonces, la empresa dominante permanecer ajena al marco de 

responsabilidades jurídicas derivadas de la adopción de acuerdos y práctica de 

decisiones de las que son destinatarias las sociedades que componen el grupo?”. La 

nueva realidad productiva, la flexibilización, la organización del trabajo, las 

innovaciones productivas determinan, que el poder de dirección ya no se ejerza de 

manera directa y personal. Se ha difuminado la relación, donde la relación con el 

cliente, la imagen de marca, y el uso de la tecnología definen la relación laboral, sin 

que para ello se necesite una presencia física y directa del empleador. 

 

                                                                                                                                               

colectiva: ”Grupo de empresas y derecho del trabajo”, BAYLOS GRAU, A. Y COLLADO, L (editores). Trotta, 

Madrid 1994. 
2 ROJO RORRECILLA, E: Despido colectivo. Inexistencia de grupo laboral de empresas. Distinción entre 

“confusión de plantillas” y “mínima intercomunicación laboral”. Nota breve a la sentencia del TS de 20 

de junio de 2018. Blog del autor de 30/08/2018 http://www.eduardorojotorrecilla.es/2018/08/despido-

colectivo-inexistencia-de-grupo.html, SERRANO OLIVARES, R. Grupos de empresa a efectos laborales y 

“cash pooling”. Iuslabor 1/2014.  

3 SALINAS MOLINA,F. «La determinación del «verdadero empresario» en la relación laboral». Actum 

Social nº 120. enero/febrero 2017. 
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La determinación del grupo de empresas, como sujeto responsable inicialmente 

atendió al concepto de empresario real, como señalaban las sentencias del TS, sala 

social, 29 marzo 1978 (RJ 1978\1111), STS 6 de mayo de 1981, sala social, (RJ 

1981\2103) si bien pronto se añadieron requisitos para la configuración del grupo de 

empresas a efectos laborales, que ha tenido como objetivo alejarse del empresario real 

y la configuración de un nuevo tipo de empresario responsable jurídico laboral, 

generándose una apreciable confusión, puesta de manifiesto en la extensa 

jurisprudencia de los últimos cuarenta años, sobre el alcance de los mismos; la unidad 

de dirección, la circulación de trabajadores, la existencia de caja única, el 

funcionamiento unitario, la empresa aparente, o la apariencia externa. 

 

En el ámbito de la responsabilidad civil o tributaria, la exigencia de requisitos para 

determinar la responsabilidad como grupo de empresas se basa en la capacidad de 

control del grupo. En el ámbito laboral, se exige un plus con la aplicación de 

elementos adicionales. En cualquier caso, la existencia de un grupo de empresas es 

una realidad económica, aceptada y basada en unos principios de carácter mercantil. 

Este modo de funcionamiento empresarial está fundamentado en una mayor eficacia, 

tanto en su actividad como en el reparto de responsabilidades. El artículo 42 del 

Código de comercio determina que existe un grupo cuando una sociedad ostente o 

pueda ostentar, directa o indirectamente, el control de otra u otras. 

 

La existencia de procesos complejos de carácter defraudatorio, blanqueo de capitales, 

alzamiento de bienes, elusión de responsabilidades, que en general tratan de evitar la 

exigencia de responsabilidades tanto ante la administración Tributaria como ante la 

Seguridad social, así como las derivadas de las relaciones laborales, hace necesario la 

existencia de un ámbito de responsabilidad. La jurisprudencia ha ido evaluando 

distintas cuestiones. Ante la amplitud de supuestos el TS, señaló en la sentencia de la 

Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 2ª, Sentencia de 19 abril 2003. Recurso 

de Casación 5327/1998. en materia Tributaria, que la utilización de sociedades 

interpuestas o aparentes ha tenido una extraordinaria transcendencia. Por ello el 

legislador ha respondido con normas legales «ad hoc», que han relegado a un 

segundo término, el reconocimiento y aplicación con carácter general de la doctrina 

jurisprudencial del «levantamiento del velo». No obstante, en los últimos años se han 

utilizado para eludir los tributos fórmulas societarias cada vez más complejas y 

sofisticadas, lo cual ha dado lugar a trabajos doctrinales muy profundos que han 

estudiado los denominados «negocios jurídicos anómalos», que se han pretendido 

subsumir en la simulación, en el fraude de Ley, en los negocios fiduciarios, y en la 

nueva categoría de «negocios indirectos», como combinación de varios actos y 

contratos con los que se consigue un propósito elusivo de los tributos.  La Sentencia 

del TS de 12 febrero 2015, la Inspección de Hacienda ante un supuesto en que se 

procedió a la sucesión de unas empresas, constató que se realizaba la misma actividad, 

era el mismo lugar desde donde se lleva la dirección de los negocios y donde está 

centralizada la gestión administrativa, operaciones, maquinaria, clientes, gerencia, etc, 

javascript:maf.doc.linkToDocument('RJ+1978+1111',%20'.',%20'RJ+1978+1111',%20'spa');
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y que habían sido transmitidos por diversos medios jurídicos directos o indirectos. De 

este modo concluye que la simple superación de la personalidad jurídica societaria 

significaría a efectos tributarios lo mismo que si se integraran su patrimonio respectivo 

en el patrimonio particular del sujeto pasivo pasar a la responsabilidad patrimonial 

universal de todos los bienes presentes y futuros que proclama el artículo 1911 del 

Código Civil, por tanto, lleva a la fundada conclusión de la consideración unitaria de 

varias Sociedades, porque su sustrato personal es el mismo. 

 

En cualquier caso, la ocultación del grupo al introducir confusión en cuanto a la 

identidad del que realmente opera como empresa, sea una persona física o jurídica, 

busca deliberadamente dificultar la exigencia de responsabilidades.  Esta confusión 

puede producirse por dos vías: a) confusión en cuanto a la identidad de quién está 

realmente detrás de todo y b) confusión respecto a la responsabilidad por la que se 

intentará atomizar y diluir la responsabilidad a través de múltiples sociedades y/o 

personas físicas.  

En el ámbito laboral con la sentencia del TS de 27 de mayo de 2013, caso ASERPAL, se 

fijaron las bases de la doctrina actual, que finalmente ha fijado la sentencia del TS de 

20 de diciembre de 2015, caso TRAGSA,  Sala de lo Social, pleno, del 2 de octubre de 

2015 nº rec. 172/2014, que  ha compilado las condiciones fijadas para la consideración 

de grupo de empresas con efectos laborales y señala en primer lugar que la expresión 

«grupo patológico» ha de ser reservada para los supuestos en que las circunstancias 

determinantes de la responsabilidad solidaria se enmarcan en el terreno de la 

ocultación o fraude, pero cuando los datos objetivos que llevan a esa responsabilidad 

laboral no se ocultan, no responden a una actuación con finalidad defraudadora ni 

atienden a abuso alguno, la terminología más adecuada más bien debiera ser la de 

«empresa de grupo» o «empresa grupo», y por tanto no lo considera como 

responsable de manera conjunta. 

 

Sin embargo, se hace necesario obtener una visión amplia del concepto de grupo de 

empresas, es necesario acudir a los requisitos previstos en el ámbito civil o tributario, 

para proceder a exigir una responsabilidad conjunta. En España, al igual que en otros 

países de la Unión Europea, los empresarios están obligados a dar cuenta de sus 

actividades comerciales mediante la declaración de sus tareas al final de cada ejercicio 

fiscal. Según el primer punto del artículo 25 del título III del Código de Comercio sobre 

la contabilidad de los empresarios: 

 

“Todo empresario deberá llevar una contabilidad ordenada, adecuada a la actividad de 

su empresa que permita un seguimiento cronológico de todas sus operaciones, así 

como la elaboración periódica de balances e inventarios. Llevará necesariamente, sin 

perjuicio de lo establecido en las Leyes o disposiciones especiales, un libro de 

Inventarios y Cuentas anuales y otro Diario.” 

 

https://www.boe.es/buscar/pdf/1885/BOE-A-1885-6627-consolidado.pdf


 

 

 
20 

Una concreción de la contabilidad financiera expuesta tanto en el Código de Comercio 

como en la Ley de Sociedades de Capital y otros textos legales es la que recoge el Plan 

General de Contabilidad (PGC), aprobado en 2007 por el Real Decreto 1514/2007 y 

que se erige como una amplia adaptación de los reglamentos a los estándares 

internacionales conocidos como NIIF. Las pequeñas y medianas empresas se deben 

guiar, sin embargo, por el Plan General de Contabilidad para pymes introducido por el 

Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre por el que se aprueba el Plan General de 

Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas y los criterios contables específicos 

para microempresas. 

 

A efecto de la normativa contable, en el caso de que se den las circunstancias previstas 

en el artículo 42 Código de Comercio, deberán reconocerse como grupo de empresas 

y por tanto se debería entender que solo en aquellos supuestos en que se reconozca 

en las cuentas anuales y el Impuesto de Sociedades la existencia de grupo de 

empresas estamos ante un supuesto legal de grupo de empresas. Para el resto de 

supuestos donde no se reconoce en sus cuentas y en el Impuesto de sociedades como 

grupo de empresas, deberíamos aplicar los elementos que nos permitan determinar la 

existencia de un grupo de empresas. En el ámbito tributario existe una responsabilidad 

solidaria cuando hay reconocimiento explícito de grupo de empresas conforme al 

Código de Comercio y en los supuestos de extensión de responsabilidad derivados de 

los supuestos de levantamiento del velo. En este sentido el TS entiende que en el 

campo del Derecho Tributario la utilización de sociedades interpuestas o aparentes ha 

tenido una extraordinaria transcendencia. 

 

En el ámbito laboral, si bien la determinación del concepto de grupo de empresas, ha 

partido del mismo supuesto, el alcance de la responsabilidad no se ha correspondido 

con la misma determinación de reconocimiento de grupo a efectos mercantiles 

conforme al artículo 42 del código de comercio, o la mera apariencia de grupo, sino 

que ha requerido una serie de requisitos para que sea objeto de responsabilidad 

solidaria. Salvo que haya datos objetivos que determinen que su funcionamiento ha 

sido con ánimo fraudulento, el criterio del TS en el ámbito laboral reflejado en las 

sentencias del TS, Sala de lo social, de 26 de diciembre de 2001, rec 139/2001, STS, 

Sala social, 23 de enero de 2002, rec 1759/2001, STS, Sala de lo social, de 3 de octubre 

de 2018, rec. 1147/2017 exponen que la actividad de cada empresa del grupo es 

independiente, y por tanto estima que la responsabilidad no es extensible al resto del 

grupo, o a la sociedad dominante. Establece ámbitos de responsabilidad estancos en 

materia laboral. El TS en el ámbito social no habla de grupo reconocido legalmente, 

sino de datos objetivos. Esto quiere decir que su concepto de grupo de empresas no 

patológico abarca tanto aquellos que reconocen su actividad dentro de lo previsto en 

el artículo 42 del Código de Comercio, como de aquellos que no se reconocen en sus 

cuentas como grupo al amparo del artículo 42 del Código de Comercio, aunque 

objetivamente funcionen como tal. Por ello, aunque el grupo de empresas no se haya 

sujetado a los requisitos contables de reconocimiento de grupo de empresas, a efectos 

https://www.boe.es/buscar/pdf/1885/BOE-A-1885-6627-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2007-19966
https://www.boe.es/buscar/pdf/1885/BOE-A-1885-6627-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/1885/BOE-A-1885-6627-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/1885/BOE-A-1885-6627-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/1885/BOE-A-1885-6627-consolidado.pdf
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laborales carecería de repercusiones efectivas en la responsabilidad como grupo. Sin 

embargo, esta postura supondría la ausencia de responsabilidad empresarial a efectos 

laborales en aquellos casos en que se haya producido una ocultación a efectos fiscales 

de la verdadera naturaleza empresarial como grupo de empresas, de tal modo que 

dicha conducta que evidencia un ánimo fraudulento y por ello motivo suficiente para 

considerarlo como responsable, tanto a efectos fiscales como a efectos laborales, 

quedaría impune en el orden social. Otra cuestión es si reconocida legalmente la 

existencia de grupo de empresas es posible la derivación de responsabilidad al 

conjunto de empresas y si se entiende que la responsabilidad debería exigirse de 

manera conjunta. 

 

El ámbito tributario, y en concreto la Sentencia del TS, Sala de lo Contencioso-

Administrativo, Sección 2ª, Sentencia de 19 abril 2003. Recurso de Casación 5327/1998. 

se ha enfrentado ante la posible conducta de los contribuyentes, con abuso del 

derecho, exigiendo para las operaciones de concentración de empresas «motivos 

económicos válidos». Respecto a los «productos de la ingeniería financiera». El artículo 

7º del Código Civil que dispone: «1. Los derechos deberán ejecutarse conforme a las 

exigencias de la buena fe. 2. La Ley no ampara el abuso del derecho o el ejercicio 

antisocial del mismo (...)».en la medida que el beneficio no distribuido conforme al 

Derecho Mercantil se entendía distribuido a los socios a efectos fiscales, o por último 

los artículos 3º a 14 del Real Decreto-Ley 15/1977, de 25 de febrero, sobre régimen de 

tributación conforme al beneficio consolidado, que sustituye (levanta el velo) el 

beneficio de todas y cada uno de las sociedades del grupo, integrándolo en el 

beneficio único y consolidado del mismo, considerando incluso como sujeto pasivo a 

efectos del Impuesto sobre Sociedades al grupo consolidado. Esta serie de 

disposiciones tenían como propósito el lograr en la fase declarativa o de liquidación de 

los tributos, el que los hechos, actos, rendimientos, etc, pudieran imputarse al 

verdadero sujeto pasivo. "quien maneja internamente y de modo unitario y total un 

organismo no puede invocar frente a sus acreedores que existen exteriormente varias 

organizaciones independientes, "menos cuando el control social efectivo está en 

manos de una sola persona, sea directamente o a través de testaferros o de una 

sociedad "Se aprecia que la doctrina jurisprudencial del «levantamiento del velo» se 

fundamenta en la equidad y en el principio de buena fe (art. 7º.1 Código Civil), en la 

superación del «fraus legis» en perjuicio de intereses legítimos de terceros (art. 6º.4 del 

Código Civil), en evitar el abuso del derecho y el ejercicio antisocial del mismo (art. 7.2 

del Código Civil) y por último en la simulación de los actos y contratos. De este modo 

el Tribunal Supremo concluye que la simple superación de la personalidad jurídica 

societaria lleva a la responsabilidad solidaria. 

 

La jurisprudencia social del TS no está exenta de contradicciones en la aplicación de la 

doctrina de grupo de empresas con efectos laborales. En aquellos casos en que se 

acredita la existencia de grupo de empresas conforme al  art 42 del Código de 

Comercio, y reconocida la misma en la elaboración y presentación de sus cuentas 

https://www.boe.es/buscar/pdf/1885/BOE-A-1885-6627-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/1885/BOE-A-1885-6627-consolidado.pdf
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anuales como grupo de empresas, los supuestos de circulación de trabajadores no son 

considerados como cesión ilegal de trabajadores, como indico el TS en su sentencia de 

25 junio 2009, rec. núm. 57/2008, precisamente atendiendo a la consideración de 

grupo de empresas. Por tanto, si se admite dicho supuesto, siempre que haya 

circulación de trabajadores debería admitirse la consideración de grupo, con 

responsabilidad a efectos laborales como conjunto. La única alternativa en aquellos 

supuestos en que se ha producido una prestación de servicios en varias empresas del 

grupo es la consideración de cesión ilegal. A sensu contrario, cualquier reclamación 

que se efectúe por el trabajador, en este sentido si se entiende que la circulación o 

prestación en distintas empresas del grupo no es cesión ilegal, sólo cabe la respuesta 

en orden a la ejecución de responsabilidades de manera solidaria entre las empresas 

del grupo, como un único empleador. Igualmente, si las empresas no han reconocido 

en su presentación de cuentas anuales la existencia de dicho grupo solo caben dos 

opciones, que se haya producido una cesión ilegal en caso de prestación simultanea 

de actividad, De este modo la sentencia del STSJ de País Vasco, (Sala de lo Social, 

Sección1ª) Sentencia de 9 mayo 2006. Recurso de Suplicación núm. 78/2006, estimó un 

supuesto de cesión ilegal a raíz de la actuación de la Inspección de Trabajo y 

Seguridad, un supuesto que si bien podría considerarse que la relación entre 

empresas, podría constituir un grupo de empresas, ni se declara por la mismas como 

tal ni se entiende como tal por el Tribunal, así señala que varias de sus trabajadoras 

han realizado siempre trabajos de rebaba directamente en las instalaciones de 

«Fundiciones …SA»; sus trabajadores son todos peones, salvo un especialista; la mayor 

parte de sus trabajadores alternan períodos de trabajo formales para una y otra 

empresa. De otro lado, no se puede distinguir la autonomía de la supuesta contrata 

entre ambas empresas, dado que «A…SL» nunca ha trabajado para otra empresa y no 

tiene ningún otro cliente, lo que significa que toda su actividad la hace para 

«Fundiciones .. SA», actividad que es la habitual de «A…SL» y que se desarrolla en 

instalaciones prácticamente comunes, en las que los trabajadores utilizan los mismos 

vestuarios y aseos, esto es, los de «Fundiciones…., SA», de donde se concluye que no 

existe una real estructura productiva autónoma; no consta en modo alguno cuál sea la 

justificación técnica de la contrata. ….donde se evidencia que el interés de 

«Fundiciones ….SA» es, exclusivamente, el de disponer de mano de obra no 

perteneciente a su plantilla para la realización de determinada actividad, lo que ha 

hecho tanto de manera directa e indisimulada, dado que varias trabajadoras siempre 

trabajan en sus propias instalaciones, hayan estado formalmente contratadas por una 

u otra empresa, como de manera encubierta, mediante la utilización de los 

trabajadores de «A…., SL». Repárese que en este caso ni siquiera se ha llegado a 

formalizar un contrato mercantil escrito que diera una mínima cobertura formal a la 

supuesta contrata, ignorándose datos tan imprescindibles como los precios pactados, 

el tiempo de duración de la contrata y otros. De un modo u otro la respuesta jurídica 

que debe darse, no puede beneficiar al infractor, no sería deseable que haya cumplido 

o no con sus obligaciones tributarias, la mera alegación de grupo de empresas sirva 

para excluir a la misma de la atribución de cesión ilegal de trabajadores, y que, a su 
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vez, la falta de requisitos adicionales, sirva para excluir de responsabilidad al grupo 

como conjunto único.  

 

Atendiendo a la elevada casuística expuesta, llegamos a la necesidad de determinar al 

responsable que actúa como “verdadero empresario”, y que realmente es el 

beneficiario de la prestación laboral, y que sujeta toda la actividad bajo su control. Por 

ello es necesario determinar como elemento esencial, el criterio de “marco dominante” 

y la “noción de control”. La Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 

7-8-2018 (Asunto “Bichat”, C-61/17, C-62/17 y C-72/17, acumulados), así como las 

sentencias del TS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 2ª, Sentencia de 12 

febrero 2015. Recurso de Casación 184/2014. Tribunal Superior de Justicia de Castilla-

La Mancha, (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1ª) Sentencia núm. 

426/2014 de 30 junio. Recurso contencioso-administrativo 581/2011 señalan el marco 

dominante como elemento esencial, para determinar la responsabilidad de las 

sociedades del grupo. También La sentencia del TS. Sala de lo Civil, 2677/2018 de 

11/07/2018 Nº de Recurso: 3022/2015, que ratifica la doctrina establecida en la STS 

190/17, de 15 de marzo, dentro del ámbito concursal, se remite a que la noción de 

«control» implica, según el criterio que establece el Plan General Contable, «el poder 

de dirigir las políticas financiera y de explotación de un negocio con la finalidad de 

obtener beneficios económicos de sus actividades». Además, indica que existe control, 

en el sentido establecido en el art. 42.1 del Código de Comercio, aunque las 

sociedades involucradas en la situación concursal sean ambas filiales o dominadas, no 

siendo necesario que quien ejerce o puede ejercer el control sea una sociedad 

mercantil que tenga la obligación legal de consolidar las cuentas anuales y el informe 

de gestión. Igualmente extiende el concepto a la persona física. El propio art. 42 del 

Código de Comercio , en su apartado 6, prevé la posibilidad de aplicar lo previsto en 

esa sección a los supuestos en que cualquier persona física o jurídica, distinta de la 

prevista en el apartado  formule y publique cuentas consolidadas aunque sea de 

manera voluntaria con finalidad preservar la imagen fiel del patrimonio, de la situación 

financiera y de los resultados  Las razones que justifican el tratamiento como persona 

especialmente relacionada con el deudor de la sociedad perteneciente al mismo 

grupo, y que determinan la presunción de perjuicio en las transmisiones onerosas 

realizadas en el periodo sospechoso anterior a la declaración de concurso o la 

calificación de su crédito como subordinado, concurren plenamente en caso de que el 

control sea ejercido por una persona física o una fundación. La posibilidad de que la 

sociedad acreedora, al ser una sociedad sometida al mismo control que la sociedad 

deudora, pueda tener una información privilegiada sobre la situación del deudor, que 

haya podido tener alguna influencia en su actividad, que la financiación otorgada por 

esa sociedad del grupo intente paliar la infracapitalización de la sociedad deudora o 

que la transmisión de bienes se haya realizado para que una sociedad del grupo quede 

en mejor posición que otros acreedores ante la insolvencia de la deudora, que son las 

principales razones de que sus créditos se posterguen respecto de los de acreedores 

que no tengan la calificación de personas especialmente relacionadas,  
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Para RAMOS QUINTANA4 en el ámbito laboral de los grupos de empresas siempre será 

de aplicación el art. 1.1 ET a efectos de determinar quién es el empresario y deducir la 

responsabilidad correspondiente. Frente a la doctrina tradicional rectificada vertida en 

la sentencia de 27 de mayo de 2013 y reforzada con la sentencia del pleno de  20 de 

octubre de 2015, que postula la apreciación de una «posición empresarial plural» 

cuando hay confusión de plantillas, prestación indiferenciada de servicios y confusión 

de patrimonio, esto es, imputar responsabilidad sólo a las que directamente han 

intervenido en los procesos de confusión y fraude, la doctrina novedosa propone 

dirimir las dudas de responsabilidad del siguiente modo: a) sobre la empresa 

dominante, por ser la que ostenta el poder directivo y organizativo del grupo, o b) a 

todas las empresas del grupo cuando concurren manifestaciones de confusión de 

distintas formas y a distintos niveles. De este modo RAMOS QUINTANA señala que 

esta construcción argumentativa se apoya en las siguientes consideraciones: 

 

- Desde el punto de vista jurídico-laboral lo que importa es determinar quién es el 

verdadero empresario de los trabajadores. 

- Lo será aquel o aquellos en favor de los cuales redundan los beneficios del trabajo. 

- Puede haber sociedades formalmente empleadoras que por sí solas no son 

verdaderas empresas en el sentido jurídico-laboral. 

- Únicamente integrando su actividad con la de otras personas físicas o jurídicas, con 

ellas vinculadas mediante cualquier título jurídico, se constituyen en verdaderas 

empresas. 

- Aunque no haya confusión de plantillas, el trabajador de hecho, de facto, presta 

servicios "a favor de todos los integrantes de la única empresa". 

-La empresa real ha sido troceada o dividida en partes, lo que genera un supuesto 

especial de prestaciones laborales indiferenciadas (prestamismo laboral): con 

independencia de la empresa a la que estaban formalmente adscritos, los trabajadores 

prestaban servicios de modo simultáneo e indiferenciado a favor de los integrantes de 

la única empresa real. 

- Ello determina la existencia de un titular único de los poderes de dirección y 

organización, definitorios de la relación de trabajo, conforme lo establecido en el art. 

1.1 del ET. 

-Estas formas de actuación evidencian fenómenos de "interposición laboral", de 

"empresarios aparentes" y de "cesión ilegal de mano de obra" en los que participan las 

sociedades del grupo. 

- Estos son los elementos que deben llevar a determinar quién es el verdadero 

empresario. 

- La sociedad dominante es el verdadero empresario. 

 

En este sentido se ha manifestado la propia interpretación del TJUE, así como el TS 

para la exigencia de responsabilidad al grupo por deudas civiles o tributarias cuyo  

                                                 
4 RAMOS QUINTANA, M.I. «La responsabilidad laboral op cit. 
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concepto determinante de grupo de empresa es el de «empresa que ejerce el control 

sobre el empresario» y engloba toda empresa vinculada a dicho empresario mediante 

relaciones de participación en el capital social de este o por otros vínculos jurídicos 

que le permitan ejercer una influencia determinante sobre los órganos de decisión del 

empresario en relación a la vinculación entre trabajador y la empresa del grupo con la 

que se firmó el contrato. 

 

Para el Tribunal Supremo en sus sentencias Sala de lo social, 3 de octubre de 2018, rec 

1147/2017, y 26 de diciembre de 2001, rec 314/2013 que, desde la perspectiva laboral, 

la organización grupal de varias empresas es una opción legítima y se ampara en el 

principio de libertad de empresa, la existencia del mismo no afecta a las relaciones 

laborales ni supone una comunicación de responsabilidades. GARCIA – ATANCE5 

señala que asumir la tesis del «verdadero empresario» supone «inseguridad jurídica 

que podría perjudicar la economía productiva al no constar con claridad cuando debe 

declararse esta responsabilidad o no» para DESDENTADO BONETE y DESDENTADO 

DAROCA6, la unidad de dirección, siendo un elemento definitorio del grupo , no se 

trata de un elemento suficiente para afirmar la existencia de una unidad empresarial 

con la consiguiente comunicación de responsabilidad, para ello es necesario acudir a 

otros elementos adicionales como puede ser la apariencia externa, doctrina que 

mantiene el TS. Indican los autores que la versión de responsabilidad exigible en el 

ámbito laboral no es contradictoria con la exigencia de responsabilidades en el ámbito 

mercantil. La negativa judicial a extender la responsabilidad del grupo se ha impuesto 

hasta en aquellos casos en que las partes se refieren al grupo consolidado como sujeto 

responsable como es el caso de la sentencia de la Audiencia Nacional, Sala de lo 

Social, de 21 de septiembre de 2017. Rec. 200/2017 Nº de Resolución: 131/2017.  

 

El Derecho del Trabajo no puede obviar la existencia de una empresa dominante, y del 

control que se ejerce dentro del grupo de empresas. La noción de empresario no 

puede quedar atrapado en una noción del Siglo XIX, puesto que como ya hemos 

indicado cada vez hay fórmulas societarias más complejas y sofisticadas. Es necesario 

dar una respuesta que evite la desprotección de los trabajadores, que ven como ante 

esas fórmulas complejas, se diluye la posible responsabilidad, que no sólo perjudica al 

mismo, sino al propio sistema, haciendo responsable al FOGASA y a la Seguridad 

Social, de cargas no asumidas por el verdadero empresario. La interpretación de los 

grupos de empresas debe ajustarse al principio de adecuación social7, ajustándose a la 

realidad objetiva en que el concepto de empleador, supera el concepto univoco, y 

                                                 
5 MOLINS GARCIA –ATANCE,J, «El grupo de empresas con efectos laborales» Revista Trabajo y 

Derecho nº 4.2015, 

6 DESDENTADO BONETE,A. DESEDENTADO DAROCA, E, “Grupos de empresas y despidos económicos”. 

Lex nova. Valladolid. 2014. 

7 DE LA VILLA, L.E. «El principio de adecuación social y los conceptos jurídicos indeterminados en el 

derecho del trabajo” en Los principios del derecho del trabajo» ( Dir. DE LA VILLA,  LOPEZ CUMBRE L). 

CEF, Madrid. 2003. 
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asume el concepto plural, para ser objeto de responsabilidad. La exigencia de 

responsabilidades al grupo de empresas como tal, no supone una vulneración del 

principio de libertad de empresas, ya que no se impide la creación de la mismas. Como 

hemos analizado, que una empresa decida organizarse estableciendo un conjunto de 

empresas con independencia financiera y laboral, no exime de que se ejerza un control 

conjunto de la marca societaria, la actividad, objetivos y finalidad, inherentes al 

principio de reducción de costes con que opera el grupo de empresas. Lo contrario 

sería asumir que la elusión de normas laborales, está amparada bajo el concepto de 

grupo de empresas, en base al sistema de responsabilidades estancas. En este sentido 

el voto particular de FERNANDO SALINAS MOLINA, respecto de la sentencia de fecha 

20 de octubre de 2015, dictada por el Pleno de la Sala IV del Tribunal Supremo en el 

recurso de casación 172/2014, al que se adhieren los/as Excmos/as. Sres/as. 

Magistrados/as Mª. LUISA SEGOVIANO ASTABURUAGA, ROSA MARÍA VIROLÈS PIÑOL 

Y JORDI AGUSTÍ JULIÁ. Se reiteran además votos particulares de las sentencias STS 26 

de marzo de 2014, rec. 86/2014, Pleno, SSTS 25 de septiembre de 2013, rec. 3/2013, 

Pleno, 28 de enero de 2014, rec. 16/2013, Pleno y 18 de febrero de 2014, rec. 74/2013, 

Pleno, señalaba que “cuando varias personas jurídicas y/o físicas actúan coordinando 

sus actividades sin ocultación de ningún tipo y recibiendo en común los rendimientos 

o frutos del trabajo por cuenta ajena que redunda en beneficio común, debe 

entenderse que constituyen en común el «verdadero empresario» de los 

correspondientes trabajadores y deben asumir conjuntamente sus responsabilidades 

con base en el propio concepto de empresario contenido en el art. 1 ET y sin 

necesidad de acudir a la normas civiles del fraude de ley o del abuso de su derecho, 

pues su conducta ni es ni debe considerársele abusiva ni fraudulenta ni patológica. Sí, 

en vez de mezclar tal elemento con los demás y vincularlos todos al fraude y la 

ocultación, se pusiera el acento en la finalidad de dicha construcción jurídica 

jurisprudencial sobre el grupo de empresas, o como quiera denominársele ahora, no 

debe constituir un fin en sí mismo sino que debe servir para determinar quién sea el 

«verdadero empresario» de los trabajadores afectados y para ello no debemos de 

partir de que en todo caso tales personas que actúan coordinadamente en común 

cometen fraude o abuso”.  

 

Por ello, a nuestro juicio no procede que se haya establecido una protección 

asimétrica, según se exija la responsabilidad en vía civil, por la Administración 

Tributaria, o por un trabajador. Cuando no exista un reconocimiento fiscal de dicha 

situación, por parte de las empresas del grupo al amparo del art 42 del Código de 

Comercio y se acrediten los requisitos para la presentación de cuentas conjuntas 

existiendo prestación sucesiva o simultanea de trabajos, debería presumirse la 

laboralidad del Grupo y por tanto su responsabilidad conjunta. En el resto de 

supuestos Ante la ausencia de norma regulatoria, se ha exigido en el ámbito laboral 

una serie de requisitos adicionales que conducen a una interpretación del derecho 

alejada de su función social, y que perjudican de manera notable a la reclamación del 

trabajador desde el mismo momento en el que se le adscribe la carga de la prueba de 
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un supuesto complejo de organización societaria. La existencia de organizaciones 

societarias complejas, hace necesaria una respuesta acorde del ordenamiento jurídico 

y ante la ausencia normativa, sólo cabe una interpretación acorde entre los distintos 

ordenamientos, siendo el reconocimiento de control, tanto en el ámbito del TJUE, 

como en el ámbito tributario, el marco determinante para la extensión de 

responsabilidades al verdadero empresario.  

 

 

 

 

LEGISLACIÓN 
 

UNIÓN EUROPEA 

ESTATAL 

COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
 

 

UNIÓN EUROPEA 

DIRECTIVA (UE) 2019/1152 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 20 de 

junio de 2019 relativa a unas condiciones laborales transparentes y previsibles en la 

Unión Europea. Ir al texto 

 

Directiva (UE) 2019/1158 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 

2019, sobre el equilibrio entre la vida laboral y familiar para padres y cuidadores y por 

la que se deroga la Directiva 2010/18 / UE del Consejo. Ir al texto 

 

REGLAMENTO (UE) 2019/1111 DEL CONSEJO de 25 de junio de 2019,  relativo a la 

competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones en materia 

matrimonial y de responsabilidad parental, y sobre la sustracción internacional de 

menores (versión refundida). Ir al texto 

 

Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre las «Oportunidades de 

empleo para las personas económicamente inactivas» (Dictamen de iniciativa) 

(2019/C 228/02). Ir al texto 
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https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:32019L1152
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/EN/AUTO/?uri=uriserv:OJ.L_.2019.188.01.0079.01.ENG&toc=OJ:L:2019:188:TOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2019.178.01.0001.01.SPA&toc=OJ:L:2019:178:TOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:C:2019:228:TOC
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Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre «Sistemas educativos de 

apoyo para evitar la inadecuación de las capacidades ¿qué tipo de transición se 

necesita?» (Dictamen de iniciativa) 

(2019/C 228/03). Ir al texto 

 

Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre «El futuro de la política de 

cohesión en el período posterior a 2020» (dictamen exploratorio) (2019/C 228/07). Ir 

al texto 

 

Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre «El futuro de la UE: ventajas 

para los ciudadanos y respeto a los valores europeos» (Dictamen exploratorio 

solicitado por la Presidencia rumana del Consejo de la Unión Europea) (2019/C 

228/08). Ir al texto 

 

DECISIÓN (UE) 2019/1199 ADOPTADA DE COMÚN ACUERDO ENTRE LOS 

REPRESENTANTES DE LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS MIEMBROS de 13 de junio 

de 2019 sobre la ubicación de la sede de la Autoridad Laboral Europea (Bratislava). Ir 

al texto 

 

Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre «Cuestiones relacionadas 

con la igualdad de género» (Dictamen de iniciativa) (2019/C 240/02). Ir al texto 

 

Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre «Transformación económica, 

tecnológica y social de los servicios avanzados de salud a las personas de la tercera 

edad» (Dictamen de iniciativa) 

(2019/C 240/03). Ir al texto 

 

Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre «Trabajo con amianto en la 

renovación energética» (Dictamen de iniciativa) (2019/C 240/04). Ir al texto 

Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre «La contribución de las 

empresas de la economía social a una Europa más cohesionada y democrática» 

(Dictamen exploratorio solicitado por la Presidencia rumana del Consejo) (2019/C 

240/05). Ir al texto 

 

Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre «Filantropía europea: un 

potencial sin explotar» (Dictamen exploratorio solicitado por la Presidencia rumana) 

(2019/C 240/06). Ir al texto 

 

Decisión (UE) 2019/1191 del Consejo, de 8 de julio de 2019, sobre la posición que se 

adoptará, en nombre de la Unión Europea, en el Comité Mixto del EEE sobre la 

modificación del Protocolo 31 del Acuerdo EEE, sobre cooperación en campos 

específicos fuera de los cuatro Libertades (Línea presupuestaria 04 03 01 03 - Libre 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:C:2019:228:TOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:C:2019:228:TOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:C:2019:228:TOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ:C:2019:228:TOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2019.189.01.0068.01.SPA&toc=OJ:L:2019:189:TOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.L_.2019.189.01.0068.01.SPA&toc=OJ:L:2019:189:TOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ%3AC%3A2019%3A240%3ATOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ%3AC%3A2019%3A240%3ATOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ%3AC%3A2019%3A240%3ATOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ%3AC%3A2019%3A240%3ATOC
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=OJ%3AC%3A2019%3A240%3ATOC
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circulación de trabajadores, coordinación de los regímenes de seguridad social y 

medidas para migrantes, incluidos migrantes de terceros países). Ir a texto 
 

ESTATAL 

Real Decreto 430/2019, de 12 de julio, por el que se establecen los umbrales de renta 

y patrimonio familiar y las cuantías de las becas y ayudas al estudio para el curso 

2019-2020. Ir al texto 

 

Orden PCI/756/2019, de 9 de julio, por la que se actualizan, de acuerdo con el Real 

Decreto 817/2014, de 26 de septiembre, determinadas cualificaciones profesionales 

de la Familia Profesional Química, recogidas en el Catálogo Nacional de 

Cualificaciones Profesionales, establecidas por el Real Decreto 295/2004, de 20 de 

febrero; el Real Decreto 1087/2005, de 16 de septiembre; el Real Decreto 1228/2006, 

de 27 de octubre; el Real Decreto 730/2007, de 8 de junio; el Real Decreto 143/2011, 

de 4 de febrero, y el Real Decreto 1788/2011, de 16 de diciembre. Ir al texto 

 

Real Decreto 450/2019, de 19 de julio, por el que se modifica el Real Decreto 

441/2007, de 3 de abril, por el que se aprueban las normas reguladoras de la 

concesión directa de subvenciones a entidades y organizaciones que realizan 

actuaciones de atención humanitaria a personas inmigrantes. Ir al texto 

 

Orden SCB/783/2019, de 15 de julio, por la que se modifica la Orden SCB/93/2019, 

de 4 de febrero, por la que se crea el Comité de las profesiones del sector sanitario y 

social. Ir a texto 

 

AUTONÓMICA 

Andalucía 

 

Acuerdo de 26 de junio de 2019, del Consejo de Gobierno, por el que se aprueba la 

formulación del Plan Estratégico para la Igualdad de Mujeres y Hombres en 

Andalucía 2020-2026. Ir al texto 
 

Canarias 
 

DECRETO 119/2019, de 16 de julio, del Presidente, por el que se determinan el 

número, denominación y competencias de las Consejerías. Ir al texto 
 

Castilla y León 
 

DECRETO 2/2019, de 16 de julio, del Presidente de la Junta de Castilla y León, de 

reestructuración de consejerías. Ir al texto 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/EN/AUTO/?uri=uriserv:OJ.L_.2019.187.01.0033.01.ENG&toc=OJ:L:2019:187:TOC
https://www.boe.es/boe/dias/2019/07/13/pdfs/BOE-A-2019-10359.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2019/07/13/
https://www.boe.es/boe/dias/2019/07/20/pdfs/BOE-A-2019-10671.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2019-10707
http://www.juntadeandalucia.es/boja
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2019/125/s1
http://www.gobiernodecanarias.org/boc/
http://www.gobiernodecanarias.org/boc/2019/136/
http://bocyl.jcyl.es/
http://bocyl.jcyl.es/boletin.do?fechaBoletin=17/07/2019
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Catalunya 
 

ORDRE TSF/127/2019, de 27 de juny, per la qual s'aproven les bases que han de regir 

la convocatòria ordinària de subvencions de projectes i activitats per a entitats de 

l'àmbit de polítiques socials del Departament de Treball, Afers Socials i Famílies. Ir al 

texto 

 

RESOLUCIÓ TSF/1766/2019, de 17 de juny, per la qual s'obre la convocatòria per a 

l'any 2019 per a la concessió de subvencions a les empreses d'inserció per a la 

realització d'accions per a la millora de l'ocupació i la inserció laboral dels col·lectius 

en risc o situació d'exclusió social (ref. BDNS 463866). Ir al texto 

 

RESOLUCIÓ TSF/1931/2019, de 25 de juny, per la qual s'obre la convocatòria per a 

l'any 2019 per a la concessió de subvencions destinades al Programa Enfeina't per a 

la contractació laboral temporal i acompanyament a la contractació i inserció de les 

persones en situació de desocupació de llarga durada (SOC–ENFEINA'T) (ref. BDNS 

466143). Ir al texto 
 

Galicia 
 

LEI 3/2019, do 2 de xullo, de ordenación farmacéutica de Galicia. Ir al texto 

 

LEI 4/2019, do 17 de xullo, de administración dixital de Galicia. Ir a texto 
 

Navarra 

 

ORDEN FORAL 224/2019, de 31 de mayo, del Consejero de Derechos Sociales, por la 

que se regula la prestación económica para asistencia personal de las personas que 

tengan reconocida una situación de dependencia y/o discapacidad. Ir a texto 
 

Euskadi 
 

LEY 7/2019, de 27 de junio, de quinta modificación de la Ley de Policía del País Vasco. 

Ir al texto 

 

LEY 8/2019, de 27 de junio, del Plan Vasco de Estadística 2019-2022. Ir al texto 

 

LEY 9/2019, de 27 de junio, de modificación de la Ley 14/2012, de 28 de junio, de no 

discriminación por motivos de identidad de género y de reconocimiento de los 

derechos de las personas transexuales. Ir al texto 
 

 

 

 

 

http://dogc.gencat.cat/ca
https://dogc.gencat.cat/ca/pdogc_canals_interns/pdogc_sumari_del_dogc/?anexos=1&selectedYear=2019&selectedMonth=6&numDOGC=7908&language=ca_ES
https://dogc.gencat.cat/ca/pdogc_canals_interns/pdogc_sumari_del_dogc/?anexos=1&selectedYear=2019&selectedMonth=6&numDOGC=7908&language=ca_ES
https://dogc.gencat.cat/ca/pdogc_canals_interns/pdogc_sumari_del_dogc/?anexos=1&selectedYear=2019&selectedMonth=6&numDOGC=7908&language=ca_ES
https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=854124&type=01&language=ca_ES
http://www.xunta.gal/diario-oficial-galicia/portalPublicoHome.do?fecha=20171110&ruta=%2Fsrv%2Fwww%2Fdoga%2FPublicados%2F2017%2F20171110%2FIndice214_gl.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2019/20190710/AnuncioC3B0-050719-0001_gl.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2019/20190726/AnuncioC3B0-180719-0001_gl.html
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2019/130/Anuncio-0/
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/Ultimo.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/Ultimo.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/Ultimo.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/Ultimo.shtml
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NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 
 
 

 

 

 

ESTATAL 

COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
 

ESTATAL 

Resolución de 4 de julio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la 

que se registra y publica el Convenio colectivo general de trabajo de la 

industria textil y de la confección. Ir al texto  

  

Resolución de 4 de julio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la 

que se registra y publica el II Convenio colectivo de las entidades públicas 

empresariales Administrador de Infraestructuras Ferroviarias y 

Administrador de Infraestructuras Ferroviarias de Alta Velocidad. Ir al texto  

  

Resolución de 4 de julio de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la 

que se registra y publica el II Convenio colectivo del Grupo Acciona Energía. 

Ir al texto 

 

TEXTIL Y CONFECCION. INDUSTRIA. Ir al texto 

 

ADMINISTRADOR DE INFRAESTRUCTURAS FERROVIARIAS Y 

ADMINISTRADOR DE INFRAESTR[.. Ir al texto 

 

Grupo Acciona Energía. Ir al texto 

 

OFICINAS CORPORATIVAS DEL GRUPO SIEMENS GAMESA. Ir al texto 

 

MERCEDES-BENZ RETAIL S.A.U. Ir al texto 

 

INDUSTRIA DEL CALZADO. Ir al texto 
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https://www.boe.es/boe/dias/2019/07/16/pdfs/BOE-A-2019-10471.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2019-10471
https://www.boe.es/boe/dias/2019/07/16/pdfs/BOE-A-2019-10472.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2019/07/16/pdfs/BOE-A-2019-10473.pdf
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal?pagina=2
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal?pagina=2
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal?pagina=2
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AUTONÓMICA 

 
Andalucía 
 

OFICINAS Y DESPACHOS (Jaén). Ir al texto 

 
 
Aragón 
 

PESCADO (MAYORISTAS ASENTADORES Y DETALLISTAS). Ir al texto 

 

 

Castilla y León 

 

PASTELERIA Y CONFITERIA (Ávila). Ir al texto 

 

OFICINAS Y DESPACHOS (Ávila). Ir al texto 

 

SIDEROMETALURGICAS. (INDUSTRIAS). Ir al texto 

 

 

Madrid 

 

CONVENIO COLECTIVO DEL COMERCIO DEL METAL DE LA COMUNIDAD DE 

MADRID. Ir al texto 

 

 

Murcia 

 

APARCAMIENTOS Y GARAJES REGION DE MURCIA. Ir al texto 
 

 

Euskadi 
 

PIEDRA Y MARMOL (Vizcaya). Ir al texto 

 

 

 

 

 

 

 

 

https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal?pagina=1
http://www.boa.aragon.es/#/
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal?pagina=1
http://bocyl.jcyl.es/
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal?pagina=1
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal?pagina=1
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal?pagina=1
http://www.bocm.es/
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal?pagina=2
https://www.borm.es/borm/vista/principal/inicio.jsf
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal?pagina=2
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/Ultimo.shtml
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaPublicaEstatal?pagina=2
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JURISPRUDENCIA 
 Tribunal Supremo 

 

 

 

 

 

 
 

CESIÓN ILEGAL 

STS 16/05/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 2300/2019 

Nº de Resolución: 375/2019 

Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

 

Resumen: Cesión ilegal: existencia: 

concurre cesión ilegal de trabajadores 

entre las empresas Zozaya Gas, SL y 

Carburos Metálicos, SA.  

 

Las facultades de organización y dirección 

empresarial las ejerce Carburos Metálicos 

SA, sin que se oponga a tal conclusión el 

hecho de que Zozaya Gas SL concediera 

las vacaciones, ejerciera la facultad 

disciplinaria y les formara en materia de  

prevención de riesgos laborales, ya que 

dichas facultades resultan muy escasas en 

comparación con las ejercidas por la 

mercantil Carburos Metálicos SA, que 

afecta a la esencia del contrato de trabajo.  

 

En cuanto a los medios materiales 

imprescindibles para llevar a cabo la 

actividad de la empresa Zozaya Gas SL, 

son propiedad de Carburos Metálicos SA 

ya que Zozaya Gas SL únicamente aporta 

las cabezas tractoras, que han sido 

adquiridas mediante la modalidad de 

arrendamiento financiero, por un plazo de 

cuatro años - duración prevista del 

contrato entre ambas mercantiles- siendo 

las instalaciones, cisternas, ordenadores y 

PDAS propiedad de Carburos Metálicos 

SA. 

 

 

DESPIDO COLECTIVO 

STS 13/05/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 246/2018 

Nº de Resolución: 366/2019 

   Ponente: MARIA LUZ GARCIA PAREDES 

 

Resumen: grupo de empresas laboral: 

existente. Confusión de plantillas y 

confusión patrimonial. Grupo 

Lindorff/Aktua configuran un grupo 

empresarial a efectos laborales porque 

las que fueron promotoras del despido 

colectivo son titulares de contratos de 

arrendamientos de centros de trabajo y 

otros servicios que son compartidos sin 
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http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8834929&statsQueryId=121874621&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190712&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8822722&statsQueryId=121541835&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190701&publicinterface=true
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que las beneficiarias abonasen cantidad 

alguna por el disfrute de los mismos, Sus 

trabajadores compartían los mismos 

centros y eran empleados en las 

diferentes empresas del grupo, 

configurándose equipos de trabajo 

comunes, con uso de las mismas 

herramientas informáticas (Ares, Astrea y 

Wordplace) cubriendo vacantes y 

promociones en todas ellas, recibiendo 

una formación común, disfrutando de las 

vacaciones conforme a un protocolo 

común, percibiendo un bonus regido por 

un sistema común que pivota sobre el 

EBITDA de las empresas del grupo, 

siendo mancomunado el Servicio de 

Prevención y el de limpieza. Todo ello 

con un directivo común. 

 

Buena fe en la negociación: existencia:  

no se considera que las empresas 

demandadas hayan incurrido en fraude 

de ley y abuso de derecho, así como que 

se haya actuado con mala fe en la 

negociación, porque las demandadas, 

promotoras del despido nunca negaron 

su integración en el grupo 

Lindorff/Aktua, del que participaban 

otras empresas, tres de las cuales 

carecían de personal, sin que éstas, 

procesalmente, hayan invocado su falta 

de legitimación pasiva y, en definitiva, 

que no se advierte ningún elemento del 

que obtener la conducta que se imputa a 

las demandadas.  

Notificación a los representantes de los 

trabajadores: no procede cuando el 

período de consultas termina con 

acuerdo. Lo único que impone el art.51.2  

ET es que tras finalizar el periodo de 

consultas es que, en caso de concluir con 

acuerdo, el empresario traslade copia 

íntegra del mismo a la Autoridad Laboral. 

 Caso de que no exista acuerdo, el 

empresario debe remitir a la 

representación la decisión final que haya 

adoptado en relación con el despido 

colectivo y las condiciones de este. Por 

tanto, siendo tan específica la 

comunicación que debe enviar el 

empresario a los representantes legales 

de los trabajadores no cabe duda de que 

solo se exige aquella notificación para el 

caso de que no exista acuerdo, que es 

cuando aquélla debe tener conocimiento 

del alcance de la medida extintiva que se 

va a adoptar, lo que no se presenta como 

necesario cuando dicho alcance ya se 

expresa en el acuerdo que aquella 

representación ha suscrito.  

 

Causas productivas: existencia: la pérdida 

o disminución de encargos de actividad 

ha de ser considerada por su origen una 

causa productiva, en cuanto que significa 

una reducción del volumen de la 

producción contratada que provoca 

dificultades que impiden el buen 

funcionamiento de la empresa y como tal 

hay que considerar el exceso de personal 

resultante de tal reducción. 

 

 

STS 31/05/2019 ir al texto  

Nº de Recurso: 235/2018 

Nº de Resolución: 431/2019 

Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

 

Resumen: UTE PRAT la causa justificativa 

del despido colectivo que esgrime la 

empresa es la de considerar que la 

pérdida de la contrata supone el cese de 

la única actividad desempeñada por la 

UTE. Sin embargo, la existencia de una 

obligación convencional de subrogación 

en las relaciones laborales de los 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8828091&statsQueryId=121542716&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190705&publicinterface=true
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trabajadores despedidos se convierte en 

el eje esencial sobre el que descansa la 

decisión del asunto, hasta el punto de 

que resulta absolutamente inescindible 

de la concurrencia de la causa. De esta 

manera, no concurre causa de despido 

por existir obligación de subrogación de 

la entrante.  

 

La única explicación que permite 

comprender las razones que han llevado 

a la UTE saliente a activar el despido 

colectivo las encontramos en el hecho de 

que las mismas empresas que la 

integraban son las que a su vez disponen 

de la mayoría del capital de la UTE 

entrante, y por ese motivo han optado 

por asumir el coste de extinción de las 

relaciones laborales para gestionar desde 

cero la contratación de nuevos 

trabajadores temporales a partir del 

momento en el que se han adjudicado la 

contrata en 2017, lo que evidencia que 

con su conjunta y concertada actuación 

únicamente pretenden eludir la garantía 

de estabilidad en el empleo que 

garantiza el convenio colectivo de 

aplicación. 

 

 

HUELGA 

STS 13/06/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 70/2018 

Nº de Resolución: 461/2019 

Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ GARCIA 

DE LA SERRANA 

 

Resumen: se considera la huelga ajustada 

a derecho, a pesar de la denuncia de  la 

existencia de defectos formales en su 

convocatoria, por cuanto la misma se 

convocó el 14 de julio de 2017, pasados 

cuatro meses de la reunión de la 

Comisión de Conflictos del 14 de marzo 

anterior, lo que iría contra la seguridad 

jurídica porque no se podía diferir 

indefinidamente la posible renuncia a la 

huelga o su convocatoria, y supondría la 

caducidad del derecho por su no 

ejercicio en plazo. Por las mismas 

razones se desestima las alegaciones 

relativas a un error mecanográfico del 

preaviso. 

 

Huelga novatoria de convenio vigente: 

inexistente: además de que es posible 

convocar una huelga para que se admita 

una interpretación diferente de la que 

hace la empresa de un precepto 

convencional, resulta que los 

convocantes de la huelga desistieron, 

como la recurrente reconoce, de ese 

objetivo antes de la celebración de la 

huelga, lo que equivalía a desconvocar la 

huelga con ese fin y a subsanar ese 

defecto legal caso de existir. 

 

 

JUBILACIÓN 

STS 08/05/2019 ir al texto  

Nº de Recurso: 2677/2017 

Nº de Resolución: 341/2019 

Ponente: MILAGROS CALVO IBARLUCEA 

 

Resumen: Jubilación anticipada: no 

puede perjudicar a  los intereses del 

trabajador  la omisión del mismo en la 

relación que la empresa presenta ante las 

entidades gestoras al objeto de serle 

reconocida la situacio ́n de jubilación 

parcial compatible con la realización de 

trabajo a tiempo parcial, en 

cumplimiento del II Convenio colectivo 

del personal de la demandada, cuando el 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8834844&statsQueryId=121875797&calledfrom=searchresults&links=&optimize=20190712&publicinterface=true
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trabajador reúne todos los requisitos 

necesarios al tiempo de la presentación 

de la lista en la que se produjo la 

omisión.  

 

Reitera doctrina: TS de 4-4-2019 (Rcud 

1654/2017). 

 

 

JURISDICCIÓN 

STS 23/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 123/2018 

Nº de Resolución: 483/2019 

Ponente: FERNANDO SALINAS MOLINA 

 

Resumen: Competencia de la jurisdicción 

laboral para conocer  , aunque afecten a 

jueces y/o magistrados, de todas las 

cuestiones litigiosas que se promuevan 

para garantizar el cumplimiento de las 

obligaciones legales y convencionales en 

materia de prevención de riesgos 

laborales y, en concreto, de las 

pretensiones deducidas en la demanda 

de conflicto colectivo que da origen al 

presente procedimiento;  

 

En la demanda se pidió: 

 

1) Que el CONSEJO GENERAL DEL 

PODER JUDICIAL ha incumplido su 

obligación, documentada en el Plan de 

Prevención de Riesgos Laborales de la 

Carrera Judicial 2015-2016, de regular la 

carga de trabajo de jueces/zas y 

magistrados/as a efectos de salud 

laboral. 

 

2) Que se declare que la metodología y 

procedimiento empleada en el 

"DOCUMENTO DE TRABAJO SOBRE 

CARGAS DE TRABAJO A EFECTOS DE 

SALUD. MAPA JUDICIAL DE RIESGOS Y 

SISTEMA DE ALERTAS" (doc. 61 de la 

demanda) es inadecuado al fijar la carga 

de entrada de los órganos 

jurisdiccionales como criterio para 

evaluar riesgos para la salud de los 

miembros de la carrera judicial por 

sobrecarga de trabajo. 

 

3) Que se condene al CONSEJO GENERAL 

DEL PODER JUDICIAL a regulación de la 

carga de trabajo de jueces/zas y 

magistrados/as a efectos de salud laboral 

conforme a un criterio de dedicación o 

rendimiento adecuado para la 

identificación de los riesgos carácter 

psicosocial de los miembros de la Carrera 

Judicial y que, además, tenga en cuenta 

circunstancias personales y del órgano, y 

ello en un plazo máximo de tres meses 

desde la fecha de la sentencia.- 

Subsidiariamente se condene al 

CONSEJO GENERAL DEL PODER 

JUDICIAL a la inmediata regulación la 

carga de trabajo de jueces/zas y 

magistrados/as a efectos de salud laboral 

conforme a un criterio adecuado, distinto 

a la carga de entrada del órgano judicial, 

para la identificación de los riesgos de 

carácter psicosocial de los miembros de 

la Carrera Judicial. 

4) Que se condene al CONSEJO GENERAL 

DEL PODER JUDICIAL a que regule la 

carga de trabajo de los miembros de la 

carrera judicial a efectos de salud laboral 

con carácter independiente, y sin 

perjuicio de que pueda hacerlo previa o 

simultáneamente, a la regulación de la 

carga de trabajo a otros efectos 

(retributivo, disciplinario o cualquier 

otro). ". (...) 
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Argumentos a favor de la competencia 

de la jurisdicción social:  

 

No es correcto que tras la entrada en 

vigor del art. 638.2 LOPJ (ex LO 4/2013, 

de 28 de junio) se vacíen de contenido 

las competencias en materia de riesgos 

laborales ex art. 2.e) LRJS cuando 

interviene la Comisión Permanente del 

CGPJ, pues entendemos que la entrada 

en vigor de tal norma orgánica en nada 

altera las reglas de reparto competencial 

entre las dos jurisdicciones en liza, la 

social y la contencioso-administrativa  

 (...) 

El CGPJ al elaborar, aprobar y asumir el 

referido plan de prevención, cuyo 

cumplimiento se exige por las 

Asociaciones judiciales demandantes, no 

está ́ actuado como una Administración 

pública en el ejercicio de sus potestades 

y funciones, sino realmente actúa a 

modo de " empresario ", al que afectan 

las obligaciones contenidas en la LPRL, 

por lo que aún resulta más evidente la 

competencia del orden jurisdiccional 

social para el conocimiento de las 

pretensiones de los demandantes. (...) 

 

Sería dable deducir la distinción entre las 

cuestiones afectantes a la carga de 

trabajo a los efectos de salud laboral de 

elaboración participativa ajena al Pleno 

del CGPJ que ostenta la potestad 

reglamentaria (" determinación de la 

carga de trabajo a los efectos de la salud 

y seguridad de los integrantes de la 

carrera judicial, determinando el 

mecanismo participativo de los jueces y 

magistrados que considere más 

conveniente ") y lo relativo a la carga de 

trabajo a efectos retributivos 

competencia del Pleno del CGPJ y 

plasmable en un reglamento  

(...) 

 

Las razones de coherencia, son la que 

justifican el sistema competencial pleno y 

especializado sobre la materia de riesgos 

laborales estructurado en la LRJS en 

favor del orden jurisdiccional social, sin 

privilegios ni exclusiones por razón de la 

calidad o cargo de los afectados, 

tratando por igual a todos quienes están 

incluidos en el ámbito de aplicación de la 

normativa de riesgos laborales de 

aplicación a todos ellos sin distinción, -- 

recuérdese que la propia Directiva 

89/391/CEE solo excluye de su ámbito de 

aplicación en el art. 2.2 " cuando se 

opongan a ello de manera concluyente 

las particularidades inherentes a 

determinadas actividades específicas de 

la función pública, por ejemplo, en las 

fuerzas armadas o la policía, o a 

determinadas actividades específicas en 

los servicios de protección civil ", no 

excluyéndose a los que desempeñan la 

función judicial --; la solución que se 

propugna de contrario implicaría una 

posible vulneración del derecho de 

igualdad ( art. 14 CE ) y del de seguridad 

jurídica ( art. 9.3 CE ) al poder 

interpretarse las mismas normas con 

criterios diferentes a los utilizados para 

todos los demás afectados en materia de 

prevención de riesgos laborales; además 

con esa unificación competencial en 

favor del orden social se evitan 

problemas de determinación 

competencial cuando en materia de 

riesgos laborales concurriera el juez o 

magistrado con otras personas 

integradas en el mismo centro de trabajo 

(especialmente, fiscales, letrados de la 
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Administración de justicia, personal 

funcionarial o laboral), incluso en temas 

como el acoso (en postura activa o 

pasiva). 

 

 Votos particulares de: Excmo. Sr. D. Jesús 

Gullón Rodríguez al que se adhieren los 

Excmos. Sres. Magistrados D. Miguel 

Ángel Luelmo Millán y D. Ángel Blasco 

Pellicer y la Excma. Sra. Magistrada Da 

María Luz García Paredes  

Voto particular: Excmo. Sr. D Antonio V. 

Sempere Navarro.  

 

 

SALARIO 

STS 25/04/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 57/2018 

Nº de Resolución: 406/2019 

Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ GARCIA 

DE LA SERRANA 

 

Resumen: validez del cálculo que a partir 

del 1 de julio de 2016 hizo la empresa 

demandada para recalcular el importe de 

la reducción salarial del 5 por 100 que 

practico ́ en sus retribuciones en 

noviembre de 2010 con efectos del mes 

de junio anterior con base en la Ley 

7/2010, reducción que ajusto ́ en enero 

de 2011 para las retribuciones de ese 

año 2011 con base en la ley 11/2010 de 

Presupuestos de la Comunidad 

Autónoma de Canarias.  

 

 

STS 11/06/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 74/2018 

Nº de Resolución: 443/2019 

Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE 

NAVARRO 

 

Resumen: complementos salariales: 

retribución variable en función de 

objetivos (DPO's) del personal sanitario. 

Se discute que el personal de enfermería 

no participa en las altas, que libran los 

médicos. Sin embargo,  aunque el alta 

médica solo pueda proceder de personal 

facultativo, nada hay de ilegal en que a la 

misma se vinculen objetivos que afecten 

a quienes no poseen esa titulación o, 

incluso a quienes prestan servicios que 

no poseen la cualidad de sanitarios.  

 

Por lo tanto, no hay infracción alguna de 

las normas que precisan las funciones o 

competencias profesionales de Personal 

Facultativo o de Enfermería por parte de 

la sentencia recurrida. Por lo demás, en 

ella hay una sólida argumentación, que 

damos por reproducida, acera de la suma 

relevancia que la actividad del personal 

de enfermería posee en todo proceso 

curativo.  

 

Los intentos de desvincular la actividad 

de la enfermería del resultado final (alta 

médica) serían comprensibles si se 

tratase de atribuir responsabilidades por 

el hecho de haber cursado un alta 

médica de forma indebida o de haberla 

retardado. 

 

Pero el conflicto que ahora resolvemos 

no posee esa dimensión, sino que se 

limita a los aspectos retributivos 

contemplados en un convenio colectivo 

que afecta por igual a personal 

facultativo y de enfermería. Es lícito que, 

conforme al mismo, se fijen objetivos 

cuya consecución revierta por igual en 

ambos aunque la medición del resultado 

dependa, formalmente, de las decisiones 
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que toman quienes están capacitados 

para ello.  

 

 

TIEMPO DE TRABAJO 

STS 13/06/2019 ir al texto 

Nº de Recurso: 101/2018 

Nº de Resolución: 463/2019 

Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO 

ASTABURUAGA 

 

Resumen: derecho de los trabajadores de 

limpieza de ISS FACILITY SERVICES  a que 

se les aplique el punto II.2 de la Orden 

HAP/713/2017 y, en concreto, a disfrutar 

8 horas anuales correspondientes al año 

2017 y 16 horas anuales 

correspondientes al año 2018. 

 

No se opone a dicha conclusión que en 

el Convenio Colectivo aplicable no haya 

una previsión expresa de equiparación 

entre los trabajadores adscritos a los 

servicios de limpieza y los trabajadores 

del SALUD respecto a la regulación de la 

conciliación de la vida personal, familiar y 

laboral porque, como ya ha quedado 

consignado, en el preámbulo del 

Convenio se consigna que su espíritu es 

equiparar las condiciones del colectivo 

de trabajadores de limpieza de los 

centros sanitarios de Aragón 

dependientes del SALUD con el personal 

estatutario del SALUD del grupo E o 

categoría equivalente y, si bien es cierto 

que se mencionan unas concretas 

materias en las que se produce la 

equiparación y así ́ aparece reflejado en 

los distintos preceptos del Convenio 

Colectivo, no es menos cierto que al 

contemplar entre dichas materias la 

jornada, es claro que procede la 

equiparación cuando se permite al 

personal del SALUD, en el punto II.2 del 

Acuerdo, disponer de un crédito anual 

máximo de una jornada diaria en el año 

2017 y dos jornadas en el año 2018, 

cuestión que se refiere a la jornada. 
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JURISPRUDENCIA 
 

 

Tribunal de Justicia 
de la Unión Europea 

 
 

CUESTIÓN PREJUDICIAL 

STJUE 03/07/2019  

 

« Procedimiento prejudicial — Artículo 267 TFUE — Derecho a la tutela judicial 

efectiva — Alcance del control judicial nacional de un acto de la Unión Europea — 

Reglamento (CE) n.º 1225/2009 — Artículo 15, apartado 2 — Comunicación a los 

Estados miembros, a más tardar diez días laborables antes de la reunión del comité 

consultivo, de toda la información pertinente — Concepto de “información 

pertinente” — Requisito sustancial de forma — Reglamento de Ejecución (UE) 

n.º 723/2011 — Ampliación de los derechos antidumping establecidos sobre las 

importaciones de determinados elementos de fijación de hierro o acero originarios de 

China a las importaciones procedentes de Malasia — Validez» 

 

En el asunto C-644/17, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 

planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Hoge Raad der Nederlanden 

(Tribunal Supremo de los Países Bajos), mediante resolución de 10 de noviembre de 

2017, recibida en el Tribunal de Justicia el 17 de noviembre de 2017, en el 

procedimiento promovido por Eurobolt BV 

con intervención de: Staatssecretaris van Financië, el Tribunal de Justicia (Sala Cuarta) 

declara: 

 

1)      El artículo 267 TFUE debe interpretarse en el sentido de que, para impugnar la 

validez de un acto de Derecho derivado de la Unión, un justiciable puede invocar ante 

un órgano jurisdiccional nacional motivos que pueden formularse en un recurso de 

anulación conforme al artículo 263 TFUE, incluidos motivos relacionados con el 

incumplimiento de los requisitos para la adopción de dicho acto. 

 

2)      El artículo 267 TFUE, en relación con el artículo 4 TUE, apartado 3, debe 

interpretarse en el sentido de que un órgano jurisdiccional nacional, antes de dirigirse 

al Tribunal de Justicia, puede solicitar a las instituciones de la Unión Europea que 
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hayan participado en la elaboración de un acto de Derecho derivado de la Unión cuya 

validez se impugne ante dicho órgano jurisdiccional información y datos concretos 

que considere indispensables para disipar sus dudas sobre la validez del acto de la 

Unión de que se trate y evitar el planteamiento de una cuestión prejudicial al Tribunal 

de Justicia acerca de la validez de dicho acto. 

3)      El Reglamento de Ejecución (UE) n.º 723/2011, del Consejo, de 18 de julio de 

2011, por el que se amplía el derecho antidumping definitivo establecido por el 

Reglamento (CE) n.º 91/2009 a las importaciones de determinados elementos de 

fijación de hierro o acero originarios de la República Popular China a las importaciones 

de determinados elementos de fijación de hierro o acero procedentes de Malasia, 

hayan sido declarados o no originarios de Malasia, es inválido en la medida en que se 

adoptó infringiendo el artículo 15, apartado 2, del Reglamento (CE) n.º 1225/2009 del 

Consejo, de 30 de noviembre de 2009, relativo a la defensa contra las importaciones 

que sean objeto de dumping por parte de países no miembros de la Comunidad 

Europea. 

 

 

LIBRE CIRCULACIÓN DE TRABAJADORES 

STJUE 19/07/2019 ir al texto 

 

«Procedimiento prejudicial — Libre circulación de personas — Igualdad de trato — 

Ventajas sociales — Reglamento (UE) n.º 492/2011 — Artículo 7, apartado 2 — Ayuda 

económica para estudios superiores — Estudiantes no residentes — Requisito relativo 

a la duración del trabajo de sus padres en el territorio nacional — Duración mínima de 

cinco años — Período de referencia de siete años — Cómputo del período de 

referencia — Fecha de la solicitud de ayuda económica — Discriminación indirecta — 

Justificación — Proporcionalidad» 

 

En el asunto C-410/18, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 

planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Tribunal administratif (Luxembourg) 

(Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, Luxemburgo), mediante resolución de 20 

de junio de 2018, recibida en el Tribunal de Justicia el 22 de junio de 2018, en el 

procedimiento entre Nicolas Aubriet y Ministre de l’Enseignement supérieur et de la 

Recherche, el Tribunal de Justicia (Sala Primera) declara: 

 

El artículo 45 TFUE y el artículo 7, apartado 2, del Reglamento (UE) n.º 492/2011 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2011, relativo a la libre circulación 

de los trabajadores dentro de la Unión, deben interpretarse en el sentido de que se 

oponen a una legislación de un Estado miembro, como la controvertida en el asunto 

principal, que supedita la concesión de una ayuda económica para estudios superiores 

a los estudiantes no residentes al requisito de que, en la fecha de la solicitud, uno de 

los progenitores del estudiante haya estado empleado o haya ejercido una actividad 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=216042&pageIndex=0&doclang=ES&mode=req&dir=&occ=first&part=1&cid=2206414
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en ese Estado miembro durante al menos cinco años en el período de referencia de los 

siete años inmediatos anteriores a la fecha de dicha solicitud de ayuda económica, por 

cuanto tal norma no permite apreciar debidamente la existencia, en su caso, de un 

vínculo de conexión de suficiente entidad con el mercado laboral del referido Estado 

miembro. 

 

 

STJUE 11/07/2019 ir al texto 

 

«Procedimiento prejudicial — Libre circulación de los trabajadores — Restricciones — 

Apertura de un procedimiento de exoneración de deudas — Requisito de residencia — 

Procedencia — Artículo 45 TFUE — Efecto directo» 

 

En el asunto C-716/17,que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 

planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Østre Landsret (Tribunal de 

Apelación de la Región Este, Dinamarca), mediante resolución de 19 de diciembre de 

2017, recibida en el Tribunal de Justicia el 22 de diciembre de 2017, en el 

procedimiento entablado por A, el Tribunal de Justicia (Sala Cuarta) declara: 

 

1)      El artículo 45 TFUE debe interpretarse en el sentido de que se opone a una 

norma de competencia judicial establecida por la legislación de un Estado miembro, 

como la controvertida en el litigio principal, que supedita la concesión de una 

exoneración de deudas al requisito de que el deudor tenga su domicilio o su 

residencia en ese Estado miembro. 

 

2)      El artículo 45 TFUE debe interpretarse en el sentido de que exige que el tribunal 

nacional se abstenga de aplicar el requisito de residencia previsto por una norma 

nacional sobre la competencia judicial como la controvertida en el litigio principal, con 

independencia de que el procedimiento de exoneración de deudas, igualmente 

establecido en esa normativa, pueda afectar a los créditos pertenecientes a particulares 

en virtud de la referida normativa. 
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JURISPRUDENCIA 
 

Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

 
 

 
DISCRIMINACIÓN (PROHIBICIÓN) 

STEDH 09/07/2019. Caso Volodina c. Rusia   ir al texto 
 

Resumen: Prohibición de discriminación por razón de género: violación existente. 

Normativa rusa insuficiente por no reconocer la violencia conyugal y no contemplar las 

órdenes de alejamiento o protección, 

 

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos dice, por unanimidad, que ha habido: 

 

Violación del artículo 3 (prohibición de tratos inhumanos o degradantes) de la 

Convención Unión Europea de los Derechos Humanos, y Violación del artículo 14 

(prohibición de discriminación) en relación con el artículo 3 de la Convención. 

 

La demandante denunció que las autoridades rusas no la habían protegido de los 

repetidos actos de Violencia doméstica (asalto, secuestro, acecho, amenazas). Ella 

sostuvo  que el régimen legal vigente en Rusia no proporcionó una respuesta 

adecuada a este tipo de violencia y que por ello discriminaba a las mujeres. 

 

El Tribunal considera que la demandante sufrió violencia física y moral  de su ex pareja 

y que las autoridades han faltado a su obligación de protegerla frente a tal violencia, 

en el sentido que le impone el  CEDH:  
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Observa, en particular, que la legislación rusa no reconoce la violencia doméstica y no 

permite emitir órdenes de alejamiento o protección. Considera que estas deficiencias 

demuestran claramente que las autoridades son reacias a reconocer la gravedad del 

problema de la violencia doméstica en Rusia y sus efectos discriminatorios sobre las 

mujeres. 

 

 

PROHIBICIÓN DE ESCLAVITUD Y TRABAJOS 
FORZADOS 

STEDH 18/07/2019. Caso T.I  c. Grecia  ir al texto 
 

Resumen: prohibición de la esclavitud y del trabajo forzado (art.4 CEDH). Violación 

existente. En este caso, tres mujeres rusas denuncian que fueron víctimas de trata de 

seres humanos. En concreto, afirman que las forzaron a prostituirse en Grecia.  

 

El TEDH considera que el marco jurídico conforme al que se ha desarrollado el 

proceso, se ha revelado ineficaz e insuficiente para sancionar a los traficantes y para 

garantizar una prevención eficaz frente a la trata de seres humanos. El TEDH considera 

también que las autoridades competentes no han tramitado el caso con el nivel de 

diligencia exigible a la luz del art. 4 CEDH. 

 

Las tres demandantes llegaron a Grecia después de obtener los visados del consulado 

General de Grecia en Moscú, entre junio y octubre de 2003. 

 

Según sostienen, los empleados del consulado fueron  sobornados por presuntos 

traficantes, que consiguieron los visados para trasladarlas a Grecia con fines de 

explotación sexual.  

 

Las tres demandantes fueron reconocidas como víctimas de trata de seres humanos y 

las autoridades iniciaron procesos penales contra los sospechosos de haberlas 

explotado. Así mismo, también se abrieron investigaciones sobre los procedimientos 

de concesión de visados.  

  

En septiembre de 2003, una las demandantes fue arrestada por la policía por 

prostitución. Ella declaró que había sido forzada a prostituirse. El mes siguiente,  se 

iniciaron procesos judiciales contra tres personas. 

 

En junio de 2011, el Tribunal de Apelaciones de Salónica condenó a dos personas a 

penas de prisión permanente de 5 años y 10 meses cada uno organización criminal, 

proxenetismo y trata de seres humanos. También se les ordenó pagar 30 euros (EUR) a 

la denunciante. La tercera persona fue absuelta. 

 

https://hudoc.echr.coe.int/eng#{"documentcollectionid2":["GRANDCHAMBER","CHAMBER"],"itemid":["001-194441"]}
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En diciembre de 2003, las otras dos denunciantes se presentaron ante la Dirección de 

Seguridad de la policía de Ermoúpolis, denunciando ser víctimas de trata de seres 

humanos. Se abrió una investigación y las denunciantes señalaron a tres personas 

como los responsables de los hechos.   

 

Se iniciaron procedimientos contra ellos. En marzo de 2010, el Tribunal Penal de 

Atenas condenó a dos de ellos a penas de prisión, entre otras, por falsedad 

documental, uso y falsificación de certificados. Estas sanciones se conmutaron por 

sanciones pecuniarias de 10 euros, por día de detención.  

 

Otras dos personas fueron absueltas de estos cargos. Por otro lado, en marzo de 2013, 

el Tribunal de Apelaciones de Atenas condenó a dos personas por delitos de 

organización criminal y trata de personas. 

 

En mayo de 2005, las denunciantes interpusieron denuncia ante la oficina de la fiscalía 

para la trata de seres humanos, indicando que los documentos utilizados para obtener 

visados contenían datos falsos. Acusaron a los empleados del consulado y a las 

empresas implicadas de haber facilitado su traslado a Grecia.  

 

Se abrieron los trámites para la expedición de visados. En particular, se incoaron 

procedimientos penales contra varias personas, incluidos tres empleados del  

Consulado, por trata de seres humanos.  

 

Sin embargo, en febrero de 2016, la sala de acusaciones  de la Corte Penal puso fin al 

procesamiento, al apreciar  la prescripción de los delitos de trata de seres humanos 

que se imputaban a dos personas. Señaló además que no había indicios racionales  en 

cuanto los delitos que se imputaban a otra persona. 
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ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL DEL 

TRABAJO 
 
 

 

 

OIT NEWS 
 

 

Adoptada una nueva normativa internacional para enfrentar la violencia y el acoso en 

el trabajo. Ir al texto 

 

Las nuevas cifras de la OIT sobre la distribución de los ingresos a nivel mundial 

revelan el predominio de la desigualdad. Ir al texto 

 

Diez por ciento de los trabajadores recibe casi la mitad de la remuneración mundial 

Una evaluación de la OIT presenta la primera estimación de la distribución del 

ingreso laboral, y muestra que la desigualdad salarial sigue siendo un problema 

extendido en el mundo del trabajo. Estas conclusiones se derivan de una nueva base 

de datos que incluye datos nacionales, regionales y mundiales. Ir al texto 

 

Una investigadora vietnamita gana el premio a la investigación sobre trabajo decente 

El Premio de la regulación para el trabajo decente 2019 fue otorgado a una 

investigadora vietnamita por su estudio sobre las condiciones de las trabajadoras 

migrantes en las fábricas de confección de Myanmar. El premio fue entregado 

durante la 6.a Conferencia sobre regulación para el trabajo decente, organizada por 

la OIT. Ir al texto 

 

El futuro del trabajo – El tiempo de deliberación ha concluido.  Ir al texto 

 

Convenio sobre la violencia y el acoso, 2019: Cinco preguntas clave. Ir a texto 

 

La OIT presentará un nuevo informe sobre el estrés térmico en el trabajo. Ir a texto 
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http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/ilc/ILCSessions/108/media-centre/news/WCMS_711359/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_712129/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_712261/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_712821/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_713107/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_711908/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_711903/lang--es/index.htm
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Elogio de la Cámara de los Lores del Reino Unido a la OIT por su centenario. Ir a texto 

 

El trabajo y el cuidado de los hijos: Una batalla de padres y madres. Ir a texto 

 

 

ADMINISTRACIÓN DEL TRABAJO 
Y SEGURIDAD SOCIAL 

 

 

 

MINISTERIO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
 

El paro registrado se ha reducido en 84.075 personas en el mes de mayo. Ir al texto 

 

El número de parados registrados en las oficinas de los Servicios Públicos de Empleo 

(SEPE) ha bajado en mayo en 84.075 personas en relación con el mes anterior. En 

términos desestacionalizados el paro ha descendido en 20.073 personas. 

 

Respecto a mayo de 2018 el paro se ha reducido 172.639 personas, lo que sitúa su 

nivel de reducción interanual en el 5,31%. 

 

La Seguridad Social supera el máximo histórico de afiliación con 19,5 millones de 

personas ocupadas. Ir al texto 

 

La media de trabajadores/as extranjeros/as afiliados a la Seguridad Social se sitúa en 

2.178.269 ocupados en junio. 

 

La Seguridad Social registró 2.178.269 trabajadores extranjeros en junio, 23.120 más 

que en mayo. En el último mes la cifra de este colectivo ha crecido un 1,07%. Ir al 

texto 

 
 
CALENDARIO ESTADÍSTICO 
 

 

Encuesta Anual de Coste Laboral (EACL)  Ir al texto 

 

Año 2017  
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https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_713827/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_713815/lang--es/index.htm
http://www.empleo.gob.es/es/index.htm
http://prensa.mitramiss.gob.es/WebPrensa/noticias/laboral/detalle/3539
http://prensa.mitramiss.gob.es/WebPrensa/noticias/seguridadsocial/detalle/3556
http://prensa.mitramiss.gob.es/WebPrensa/inicio
http://prensa.mitramiss.gob.es/WebPrensa/inicio
http://www.ine.es/daco/daco41/calen.htm
http://www.ine.es/prensa/eacl_2017.pdf
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 El coste total por trabajador fue de 30.744,75 euros brutos durante 2017, un 0,1% 

más que en el año anterior. El salario anual bruto por trabajador fue de 22.806,95 

euros, también un 0,1% superior al de 2016.  

 

 El coste neto fue de 30.535,92 euros por trabajador, una vez deducidos 208,83 

euros en concepto de subvenciones y deducciones recibidas de las Administraciones 

Públicas para fomentar el empleo y la formación profesional.  

 

 La partida más importante de los costes no salariales fueron las cotizaciones 

obligatorias a la Seguridad Social (7.115,88 euros por trabajador), que representaron 

el 23,2% del coste total.  

 

 Del resto de partidas que componen el coste, 299,14 euros anuales por trabajador 

se destinaron a beneficios sociales, 237,07 a gastos derivados del trabajo, 195,87 a 

indemnizaciones por despido y 89,84 a formación profesional.  

 

– Las actividades económicas con mayor coste laboral anual fueron Suministro de 

energía eléctrica, gas, vapor y aire acondicionado (74.275,71 euros), Actividades 

financieras y de seguros (63.776,85) e Información y comunicaciones (50.472,52). Por 

el contrario, Hostelería (18.845,63 euros), Otros servicios (20.552,98) y Actividades 

administrativas y servicios auxiliares (21.465,21) y tuvieron los costes más bajos.  

 

 Por comunidades, los costes laborales más elevados se dieron en Comunidad de 

Madrid (36.136,41 euros), País Vasco (35.551,24) y Comunidad Foral de Navarra 

(32.973,63). Extremadura (24.745,53), Canarias (25.987,16) y Región de Murcia 

(27.108,94) tuvieron los más bajos.  

 

 El 94,2% de los centros, que representaron al 88,6% de los trabajadores, regularon 

sus relaciones laborales mediante convenio colectivo.  

 

 El 1,8% de los centros con convenio, que representaron al 3,1% de los trabajadores, 

vieron modificadas sus condiciones de trabajo durante el año 2017.  

 

Encuesta de Gasto Turístico  ir al texto 

 

Sociedades mercantiles Ir a texto 

 

Indicadores de confianza empresarial Ir a texto 

 

Índices de Cifras de Negocios en la Industria (ICN). Base 2015  ir al texto 

 

Abril 2019. Datos provisionales  

 

http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177002&menu=ultiDatos&idp=1254735576863
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177026&menu=ultiDatos&idp=1254735576606
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736163552&menu=ultiDatos&idp=1254735576550
http://www.ine.es/daco/daco42/icn/icn0419.pdf
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La variación mensual del Índice General de Cifras de Negocios en la Industria1 es del 

0,9% si se eliminan los efectos estacionales y de calendario. 

  

La tasa anual se sitúa en el 2,3% en la serie corregida de efectos estacionales y de 

calendario, y en el −0,7% en la serie original. 

 

Indicadores de Actividad del Sector Servicios (IASS). Base 2015 ir al texto 

 

Abril 2019. Datos provisionales 

  

La variación mensual de la cifra de negocios1 del Sector Servicios de Mercado es del 

1,3% si se eliminan los efectos estacionales y de calendario  

La tasa anual se sitúa en el 6,9% en la serie corregida de efectos estacionales y de 

calendario, y en el 6,2% en la serie original  

 

Transporte de Viajeros Ir a texto 

 

Coyuntura Turística Hotelera (EOH/IPH/IRSH)  ir al texto 

 

Mayo 2019. Datos provisionales  

 

Las pernoctaciones en establecimientos hoteleros aumentan un 0,4% en mayo 

respecto al mismo mes de 2018  

 

Los hoteles facturan 82,6 euros de media por habitación ocupada, lo que supone un 

incremento anual del 2,4%  

 

Contabilidad regional de España. Gasto en consumo final de los hogares Ir a texto 

http://www.ine.es/daco/daco42/iass/iass0419.pdf
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176906&menu=ultiDatos&idp=1254735576820
http://www.ine.es/daco/daco42/prechote/cth0519.pdf
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736167628&menu=resultados&secc=1254736195584&idp=1254735576581

